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			En recuerdo de Miguel Artola, maestro de historiadores y amigo de la libertad.

			El español que publica sus obras hoy, las escribe con increíble cuidado, y tiembla cuando llega el caso de imprimirlas. Aunque le conste la bondad de su intención, la sinceridad de sus expresiones, la justificación del magistrado, la benevolencia del público, siempre debe recelarse de los influjos de la estrella; como el que navega cuando truena, aunque el navío sea de buena calidad, el mar poco peligroso, la tripulación robusta y el piloto muy práctico, siempre se teme que caiga un rayo y le abrase los palos, o las jarcias, o tal vez se comunique a la Santa Bárbara, encienda la pólvora y lo vuele todo.

			(Cartas marruecas del Coronel Don Joseph Cadahalso, LXXXIII, Sancha, Madrid, 1793, p. 202)
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			En «Murió la verdad» y «Si resucitará?» Goya establece en 1814 el balance de las Luces en España, con capacidad de sobrevivir, una vez abolida la Constitución, y siempre cercadas por los monstruos. © Biblioteca Nacional de España.
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			El «Espíritu de los mejores diarios…» (1787-1791) encarna el ansia de conocimientos de la sociedad española y la influencia de la Ilustración europea.

		

	
		
			
			

Presentación

			
El abejorro

			Para explicar el éxito del capitalismo americano en la segunda mitad del siglo XX, J. K. Galbraith recurría a la metáfora del abejorro. Cuando el economista escribió American Capitalism, para la opinión común el abejorro era un insecto que, ateniéndose a las leyes de la física, no debía volar, y sin embargo volaba.

			A lo largo de la historia se han sucedido fenómenos que parecen responder al ejemplo exhibido por Galbraith. Uno de ellos sería la constitución de un gran imperio ultramarino por un pequeño país como Portugal, débil en recursos y en población, que además lo hizo durar hasta el último cuarto del siglo XX. Otro también de sobra conocido, el desarrollo en la Grecia clásica de un potencial militar que hizo posible la victoria de las poleis primero, y la de Macedonia de Alejandro después, sobre un imperio como el persa. Los casos pueden multiplicarse, pero conviene que su descripción sea acompañada de una advertencia por debajo de la superficie, en el sentido de que siempre es posible dar con las razones de tal excepcionalidad. La marcha de la historia es compleja, en ella interviene con frecuencia el azar. Muchas veces faltan datos relevantes, que tal vez nunca aparecerán. Nada tiene, sin embargo, de misteriosa.

			Es lo que sucede con la rápida e intensa formación de un pensamiento político opuesto al absolutismo en la España del siglo XVIII. En principio, nada hacía augurarlo. Por comparación con Francia, su modelo político y cultural, España era un país atrasado, con altísimos niveles de analfabetismo, universidades sumidas en la escolástica, vías de comunicación arcaicas, enorme desigualdad y precaria urbanización. Basta comparar los menos de doscientos mil habitantes de Madrid con las capitales millonarias, París y Londres. La modernización cultural en el siglo de las Luces tropieza, además, y por encima de todo, con el baluarte de la Inquisición, dispuesta desde muy pronto a impedir la penetración de las nuevas ideas. Eran todos factores que apuntaban al estancamiento, de modo que persistiera lo que Ortega llamó la «tibetanización de España», consolidada desde el siglo XVI.

			A pesar de todo ello, y con las lógicas limitaciones derivadas de tal circunstancia, el abejorro emprendió el vuelo, y como en otros lugares de Europa occidental, las semillas del liberalismo se difundieron, incluso con anterioridad a la Revolución francesa. Desde la formación de una brillante élite intelectual, encabezada por Jovellanos, muy cohesionada entre sus integrantes, que prepara la instauración de la libertad política con la Constitución de 1812, hasta el esplendor, políticamente comprometido, de la obra de Goya, tuvo lugar lo que el pintor reflejó en uno de sus dibujos: lux ex tenebris, la luz apareció, emergiendo precisamente de las tinieblas. Otra cosa fue que esa mutación revolucionaria consiguiera imponerse de modo definitivo a unas fuerzas sociales y políticas cuyo poder no había sido alterado y que reaccionarán de inmediato contra el cambio. Para ello se vieron favorecidas por el desplome económico que acompaña a la revolución política de Cádiz. La España de 1814 era una ruina comparada con la que en 1788 celebró el progreso de las Luces a la muerte de Carlos III.

			A lo largo de ese siglo, según escribió hace tiempo Gonzalo Anes, una onda larga de crecimiento económico había hecho posible la coincidencia de intereses en que se apoyó la propia existencia de la Ilustración en España, así como la estrategia de reformas que pondrán en marcha las élites gobernantes. En una palabra, el Despotismo ilustrado. En una ponencia presentada al Instituto Feijoó de la Universidad de Oviedo, en 1964, titulada «Coyuntura económica e “ilustración”: las Sociedades de Amigos del País», Gonzalo Anes sentó las bases de una imagen histórica destinada a durar: a partir de 1750 se habría registrado «un auge de la agricultura, un aumento de la producción manufacturera y una notable intensificación de los intercambios comerciales»1. Fue un período de expansión de los cultivos, sometidos eso sí a fuertes alteraciones anuales, y de estancamiento tecnológico, incluidas las manufacturas. Las medidas liberalizadoras, del comercio de granos más la abolición de la tasa, incrementaron las rentas de «labradores» y propietarios, de modo que habrían coincidido en el objetivo de intensificar la producción.
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			La era de Francisco de Goya. Cartón para tapiz, 1789. «A la mitad del siglo la paz había ya restituido al cultivo el sosiego que no conociera jamás, y a cuyo influjo empezó a crecer y a prosperar» (Jovellanos, «Informe sobre la Ley Agraria», 1795).

			El esquema de Anes permitía entender la voluntad reformadora, asumida por el gobierno de Carlos III, requiriendo al mismo tiempo una modernización intelectual. La Ilustración española aparecía, por consiguiente, como la proyección en el plano de la mentalidad social de un sistema de intereses protagonizado por sectores de los estamentos privilegiados, en coalición con el absolutismo. Paralelamente al trabajo de Anes, las imágenes antes borrosas de la cultura ilustrada en España, cobraban perfiles muy concretos y atractivos con la difusión de las traducciones de los libros de Jean Sarrailh —La Ilustración española en la segunda mitad del siglo xviii—, editada en México en 1957, y de Richard Herr, España y la revolución del siglo xviii, publicada ya en Madrid en el mismo año de la ponencia de Anes. Quedaba atrás que el período ilustrado resultaba maldito para la visión oficial del nacionalcatolicismo.

			Llegados hasta este punto, se presenta una cuestión terminológica por resolver: ¿hasta qué punto resulta lícito usar la categoría de «despotismo ilustrado»? En principio, si nos atenemos a las definiciones de las formas de gobierno establecidas por Montesquieu, estamos ante una antítesis, ya que despotismo e ilustración se excluyen. Sin embargo, el recurso al concepto resulta útil, por incorporar dos elementos de distinción respecto de la categoría general de «monarquía» a la cual pertenece. El primero es la importancia de la dimensión teleológica. La concepción que tienen de ellos mismos, determinados reyes de la segunda mitad del siglo XVIII —José II, Carlos III, Federico II— incorpora por tanto esa finalidad, ya que el gobierno debe dirigirse a la mejora del reino y de sus súbditos, y la misma tiene fijado lo esencial de su contenido por el criterio de racionalización propio de la época. Precisamente por eso, el espacio del poder monárquico va más allá de los límites tradicionales del propio absolutismo y ha de imponerse en todas las esferas de su acción.

			En cuanto a aquellas instancias que en la monarquía de Montesquieu integran poderes compensatorios (countervailing powers), de los estamentos privilegiados a los parlamentos y las corporaciones, no son suprimidas, pero sí en principio absorbidas en una construcción piramidal con el monarca como vértice único. Naturalmente sobreviven, pero integrándose en la escala técnica del sistema de poder real. Así, en España, al formar parte de los Consejos. El protagonismo se desplaza entonces a los agentes que hacen funcionar el mecanismo de ese sistema de poder, hasta el punto de verse unidos de forma espontánea en su identidad con el monarca al cual sirven: casos de Tanucci en Nápoles con Carlos III, luego de Floridablanca y Campomanes, y sobre todo del marqués de Pombal con José I de Portugal. Podemos asumir el diagnóstico de J. A. Maravall: «No cabe duda de que no es afortunada la expresión “despotismo ilustrado”, pero yo la prefiero a otras, porque está establecida por un largo uso y, aunque parezca tan híbrida, no se ajusta mal a su sentido». Y este es, a juicio de Maravall, «que el despotismo ilustrado responde a una teoría sistemáticamente explicitada por los elaboradores de doctrina política en el XVIII»2. Cuando corresponde a posiciones ideológicas expresadas por sus defensores desde la sociedad, sin referencia al Estado, tal vez sería más adecuado hablar de «absolutismo ilustrado».

			En otro sentido, en un momento histórico como aquel en que inicialmente abordé el tema, donde revolución, en términos marxistas, como efecto del ascenso de la burguesía y su enfrentamiento con el Antiguo Régimen, resultaba difícil aceptar que en la España de Carlos III pudiera surgir algo parecido al liberalismo político y económico. De nuevo la previsión pesimista sobre el vuelo del abejorro. Así en 1971 una obra de primera importancia, La quiebra de la monarquía absoluta (1814-1820), de Josep Fontana, hace arrancar la crisis definitiva del Antiguo Régimen del momento en que Fernando VII restaura el absolutismo, incluso más allá de Cádiz: «Es bien sabido que la burguesía española vivió en apacible alianza con el Antiguo Régimen hasta 1808. Orientada en gran parte hacia la explotación del mercado colonial, prosperaba felizmente con el monopolio que le era garantizado por el Estado». El problema de esta interpretación, válida en términos de intereses económicos, consistía en que dejaba sin explicación posible las motivaciones de la explosión anti-absolutista entre 1808 y 1812, y borrado el enlace entre las expresiones bien precisas de oposición a la monarquía absoluta desde la década de 1780, y cuanto ocurre desde la invasión francesa.

			Otra cosa fue introducir, como hizo Domínguez Ortiz, el factor de ponderación que lleva a destacar el reducido alcance cuantitativo de las expresiones críticas frente al Despotismo ilustrado. Y de la propia Ilustración española en su conjunto. «La minoría ilustrada era, según todos los indicios, una pequeña minoría.» Habría que añadir en este punto, por lo que concierne a la reducida producción ideológica, que el marco político y cultural, con la doble censura, estatal e inquisitorial, no se prestaba a una proliferación de escritos impregnados de las nuevas ideas.

			La cuestión principal era averiguar de dónde procedía la fuerza atractiva de los argumentos alternativos de tipo económico y social, y también político, que llevaron desde el mismo estallido de la guerra en 1808 a poner en marcha un proceso constituyente del carácter que pronto será denominado «liberal». Y al mismo tiempo, ¿por qué la definición de esa alternativa surge tan pronto, ya en los últimos años del reinado de Carlos III?

			La respuesta no ha de buscarse en la distancia entre propósitos y actos, ni en la pasividad del grupo de servidores del Estado que rodean a Carlos III. Disipa cualquier duda la autodefinición de Campomanes en los primeros párrafos del Tratado de Regalía de Amortización: el magistrado es un trabajador incansable, que emplea su conocimiento y su razón para analizar los problemas, y los males, que aquejan a la sociedad española, con el fin de resolverlos, amparado en el poder absoluto del rey. Nada mejor que la literatura de viajes de estos ilustrados para comprobar cómo en todos los momentos de su vida, la mirada se dirige a descubrir todo aquello que pudiera ser susceptible de reforma.

			El problema principal para el éxito del Despotismo ilustrado consistía en que los obstáculos para que tales fines fueran alcanzados, se encontraban en el interior del propio sistema político encargado de la estrategia reformadora, y también en la propia mentalidad de sus protagonistas. Por encima de la separación doctrinal entre Campomanes, Floridablanca o Aranda, la racionalización debía tener lugar dentro de los límites estrictos del orden estamental, sin desbordarlos nunca, aun antes de que despunte la revolución en Francia. Lo suyo era una modernización conservadora. Enfrente tenían además a una Inquisición alarmada desde el momento en que escucha el discurso sobre unas reformas que necesariamente habían de afectar a su poder político y a la hegemonía ejercida por la Iglesia sobre la sociedad.

			Una Inquisición además cuyo mecanismo punitivo sobre las personas, estaba en condiciones de recaer sobre cualquiera de ellos en todo momento, sin que pudieran contar con la protección del rey. El proceso de Olavide en 1776, estudiado por Gómez Urdañez, viene a probar que para nada Carlos III se limitó a soportar pasivamente y de mala gana la actuación del Santo Oficio contra uno de sus más destacados servidores. Interviene cómo lo que es y se siente, en calidad de jefe suyo, sabedor de que la Inquisición es un agente de seguridad del régimen. Pudo contar el temor que suscitó el motín de Esquilache en el ánimo del monarca. De ahí que avale y aun pueda intervenir en el procedimiento, cuestión sobre la cual los documentos faltan. Ciertamente carece de sentido designarle como promotor de la prensa crítica, del tipo El Censor. Deja hacer en las cuestiones secundarias, protege tal vez a sus ministros cuando ve razón para ello, pero en los grandes momentos asume que la Inquisición es una pieza clave a la hora de apuntalar su poder absoluto.

			Y por encima de todo, el sistema de Consejos, el encargado de implementar las distintas reformas, está compuesto sobre todo por personas vinculadas a la esfera de los privilegiados a quienes aquellas van a afectar en sus intereses. Ello compensa su falta de institucionalización como poder intermedio. De ahí que las distintas facetas del proyecto reformador sean pensadas con rigor, pero nunca llevadas a la práctica. Como supo ver Cabarrús, existía un vacío infranqueable entre la elaboración de los proyectos de reforma y los mecanismos de decisión del régimen. El «espíritu ilustrado» apuntaba con sus focos a los grandes problemas de la sociedad, tales como la reforma fiscal o la ley agraria, y los fracasos recurrentes a la hora de alcanzar soluciones, venían luego a mostrar la enfermedad de fondo que aquejaba al Despotismo ilustrado.

			Una vez diagnosticada esta impotencia, la respuesta lógica consistía en afirmar la necesidad de superarla, y para ese fin, a modo de recurso inmediato, estaba el vivero de ideas políticas y económicas disponibles en la Europa de las Luces. La magnitud del fracaso y el arsenal de conceptos alternativos, de Montesquieu a Rousseau, hacía muy fácil —a pesar de la doble censura, del Consejo y del Santo Oficio— ejercer la crítica, y dar con las medidas, e incluso diseñar el régimen, que acabara con la ineficacia del absolutismo. Este pasó a ser el verdadero «obstáculo» que proporcionaba el escudo protector a los abusos de poder, y al sistema dominante de desigualdad en una sociedad estamental anquilosada.

			Un artículo auroral de Manuel García Pelayo, «El estamento de la nobleza en el despotismo ilustrado español», en Moneda y Crédito (1946)3, y ya en los años sesenta, las lecciones de cátedra del historiador José Antonio Maravall, sobre los hitos del pensamiento político reformador bajo Carlos III, suscitaron mi interés por este tema, lo mismo que lo hicieron tantas otras explicaciones reveladoras suyas, de modo especial las referidas al pensamiento y a la cultura del Barroco.

			Mis primeros pasos dados en el estudio del siglo XVIII fueron debidos a un interés personal, y hasta cierto punto localista, al ser yo oriundo de Azcoitia, la villa guipuzcoana donde a lo largo de treinta años tuvo lugar la más brillante floración espontánea de espíritu ilustrado bajo Carlos III. De ahí surgió en 1965 mi artículo «La Sociedad Bascongada de los Amigos del País en la Ilustración española». Al seguir el recorrido ideológico de los Amigos del País vasco, pude ya entrever que, entre los más dinámicos, como Ibáñez de la Rentería, Manuel de Aguirre y Valentín de Foronda, había algo que iba más allá del reformismo absolutista. Se trataba de un «primer liberalismo». En consecuencia, solicité del profesor Maravall un cambio en el tema de tesis, de la Restauración a las Luces.

			La investigación versó precisamente sobre esa alternativa ideológica al Despotismo ilustrado, vista como un proceso de cambio doctrinal, por encima de la suma de manifestaciones aisladas. Entra en juego la distinción apuntada por E. D. Hirsch entre meaning (significado) y significance (más o menos significación). El interés no se vertía sobre las teorías políticas de nuestros ilustrados, no demasiado relevantes a escala europea, sino sobre su imbricación en el proceso político y social, vinculando los productos ideológicos, no solo con las fuentes doctrinales, sino con el contexto social que las interpela, y sobre el cual luego incidirán. Dicho en términos tradicionales, se trata de un estudio del pensamiento, y no de historia de las ideas.

			Gracias a la cálida recomendación del «viejo profesor» Enrique Tierno Galván, fue acogido en Editorial Tecnos por su fundador, Gabriel Tortella, y convertido en libro con el título de La ideología liberal en la Ilustración española, ahora hace justo cincuenta años. La idea de una revolución liberal sin burguesía disgustó claramente a Josep Fontana, quien lo hizo notar en una crítica aparecida en Revista de Occidente. Curiosamente no tardaría en elogiar una prolongación de mi línea interpretativa, en el ensayo «El temido árbol de la libertad», anticipo del presente libro.

			Al recibir ahora, con la lógica satisfacción, la iniciativa de Editorial Tecnos de volver sobre el libro para sacarlo a la luz de nuevo, pareció conveniente proceder a una reestructuración en profundidad, siempre basándose en la vigencia de su tesis principal, esto es, que la revolución liberal se gesta ideológicamente en el seno del Despotismo ilustrado, y que son precisamente los obstáculos en que encalla el proyecto reformador lo que explica la celeridad y la lucidez que acompañan a su alternativa. Puedo decir que tal interpretación se ha convertido en moneda de uso común en el discurso historiográfico sobre el período.

			No obstante, había que aprovechar la ocasión del remake para introducir dos modificaciones, o si se quiere añadir dos apartados, uno de los cuales es en buena medida arrancado del planteamiento original. Nos referimos a aquellas expresiones ideológicas que fueron incluidas en el libro de 1970, en el marco del reinado de Carlos III, aun cuando en su redacción, difusión clandestina o publicación correspondieran a los primeros años de Carlos IV. Conviene reconocer que la producción ideológica de este segundo período, marcado por las repercusiones de la Revolución francesa, y también por el silencio que el gobierno impuso respecto de la misma, tiene una entidad propia. Además, el desglose no rompe la continuidad en los principales argumentos, ni impide tomar nota de las novedades que se producen.

			Así que una sección del presente libro se centra en la fase posrevolucionaria, con punto de llegada en 1808, que ya constituyó en 1981 una extensión del trabajo inicial, presentada en el Congreso «I Borbone di Napoli e i Borbone di Spagna», organizado por la Universidad de Nápoles. Más tarde, en 1986, la hizo posible un desarrollo ulterior, en la ponencia sobre «reaccionarios y revolucionarios en torno a 1789» que presenté en el Congreso «La Revolución francesa y la península ibérica», de la Universidad de Coimbra. En fin, el desbordamiento de la barrera cronológica del 89 obligó a tomar en consideración un desarrollo lateral, específico, que se atiene a sus propias líneas de evolución: la incidencia de la Revolución francesa, y sobre todo de la guerra de la Convención, en el País Vasco. Sobre el tema redacté una comunicación, «L’invasion des provinces basques; la guerre de la Convention en Espagne», leída en el Congreso «L’image de la Révolution Française», de julio de 1789 y dirigido por Michel Vovelle en la Sorbona con ocasión del bicentenario. Por su carácter singular, una vez actualizado, y envuelto por un estudio más amplio sobre la Ilustración vasca y el fuerismo, está inserto en el presente libro.

			La segunda ampliación consiste en integrar en el relato al pensamiento anti-ilustrado, el cual obviamente nada tiene de liberal, pero sin cuya presencia no se entienden las peripecias por las que atraviesan los escritos de los reformadores absolutistas, por no hablar de los liberales. Antecedente del pensamiento contrarrevolucionario posterior al 89, ese pensamiento que llamaríamos inquisitorial, es en sentido estricto una contra-ideología, esto es, una manifestación ideológica cuya finalidad se reduce a impulsar una acción represiva que impida la presencia y la difusión en el espacio social de otras ideas, cuya supresión exige. Como consecuencia, a partir de 1770 aproximadamente, y hasta 1808, la función del pensamiento anti-ilustrado consistirá en ejercer una presión permanente sobre el aparato estatal, en especial por medio de la Inquisición, para que elimine a las nuevas ideas del circuito de comunicación social. Para desgracia de los ilustrados, esta injerencia da pie a una constante interacción entre los sucesivos intentos de emisión del ideario de las Luces y las actuaciones censorias de sus adversarios eclesiásticos e inquisitoriales, y ello requiere su presencia en todo intento de comprensión de la historia cultural y política del período4.

			En un ensayo aparecido en 1968 sobre un aspecto del pensamiento social, bajo Carlos III, presenté ya un esbozo de mi clave interpretativa sobre la gestación del primer liberalismo en el seno del Despotismo ilustrado: «Una primera lectura basta para comprobar la distancia que separa los discursos de Campomanes o la Instrucción reservada de Floridablanca de cualquiera de los discursos de Cañuelo en El Censor o los que Manuel de Aguirre, entre otros publicistas, entrega al Correo de Madrid. Es algo más que una cuestión de mayor o menor intensidad. Y tampoco cabe argumentar que estos últimos fueron del todo marginales, carentes de repercusión social, ya que prácticamente sus colaboraciones cubren toda la prensa periódica madrileña de los años ochenta. En sus diversas variantes, la naciente ideología liberal que se forja en los años de mayor crecimiento del reinado de Carlos III surge de las contradicciones que experimenta el programa social del despotismo ilustrado, aunque participe en buena medida de un mismo fondo cultural y de algunas de sus exigencias básicas5».
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			Escena de la Inquisición por Francisco de Goya. Óleo sobre tabla conservado en la Real Academia de San Fernando (Madrid). «[…] un establecimiento que por primer aspecto presentaba el carácter oscuro de mandar las delaciones bajo pena de excomunión mayor lata; con los acusados en cárcel solitaria sin el consuelo de la comunicación […]; negar al reo el proceso original de la defensa, y no manifestar jamás los nombres de los testigos para tachar los que no debieran salir» (Juan Antonio Llorente, «Memoria histórica… acerca de la Inquisición», 1812).

			Para terminar, la obra pictórica de Francisco de Goya ha constituido un punto de referencia a lo largo de mi trayectoria como historiador del siglo XVIII, bajo la superficie en La ideología liberal, donde la dimensión icónica no tenía cabida, hasta la referencia expresada en el título de mi libro de 2011, Lux ex tenebris, subtitulado «Nación, independencia y libertad en 1808». Goya expresa en imágenes, con extraordinario rigor, «fantasía» —como él gustaba decir— y dramatismo, el prolongado tránsito del Despotismo ilustrado a una revolución liberal que apoya sin reservas, incluso después de su aplastamiento por Fernando VII. El capítulo final de este libro amplía el texto de la conferencia pronunciada el 25 de enero de 2020, en el Museo del Prado sobre el tema «Goya, del despotismo ilustrado a la libertad política». Y en su intento de describir ese recorrido ideológico de Goya, tal vez puede ofrecer la mejor conclusión posible si aspiramos a entender cómo por un cierto tiempo, y de modo brillante y trágico, nuestro abejorro pudo volar.

			Este libro incluye asimismo un apéndice sobre el tiempo de gobierno de Manuel Godoy. Lleva por título «El mayordomo de palacio y los reyes holgazanes», aplicando la línea interpretativa sugerida por Napoleón. La reinterpretación del fenómeno Godoy era imprescindible, dado que la imagen historiográfica revisionista, elaborada a partir de una bien trabajada biografía, creaba el espejismo de la era Godoy simple continuadora del absolutismo ilustrado, salpicada de luces y sombras.

			La minuciosa crónica dejaba además sin esclarecer aspectos capitales, de los que Godoy fue en todo responsable gracias a la dominación ejercida sobre los reyes: su defenestración de Aranda en 1794 desde una valoración totalmente equivocada de la guerra, la subordinación de España como «reino tributario» a Francia tras el canje de la fantasmal Etruria por Luisiana, y por fin, la carrera estrictamente personal hacia la obtención de una soberanía suya, dependiente de Napoleón. La manipulación de la voluntad de los Reyes queda asimismo en la sombra, hasta el punto de ni siquiera informarles de hechos de primera importancia. Es así como en sus informes, la derrota de Trafalgar nunca existió, siendo «un feliz combate».

			Se hacía, pues, precisa una relectura a pie de documento, porque la de Godoy no fue una «aventura», sino una «resistible ascensión», al modo de Brecht, o mejor «una asunción», que desempeñó un papel decisivo en la crisis de 1808. No se trató solo del malgobierno de un país por un hombre, sino de la utilización de un país al servicio de una ambición personal. Tuvo la amabilidad de contárselo a los historiadores en su correspondencia. Incluso para arrojar dudas sobre un episodio oscuro de su mando: la enfermedad y muerte de la princesa de Asturias en 1806, analizada en la nota final de este volumen.

			
				
					1 Gonzalo ANES, «La economía española en el siglo XVIII», en E. Fuentes Quintana, dir., Economía y economistas españoles, 3. La Ilustración, Barcelona, 2000, pp. 94-97 y 104-105.

				

				
					2 José Antonio MARAVALL, «La fórmula política del despotismo ilustrado», en Estudios de historia del pensamiento español. Siglo xviii, Madrid, 1991, pp. 451 y 445. (Por desgracia esta esclarecedora ponencia de Maravall, que figura en el volumen como resultado de la participación del historiador en el Congreso «I Borbone di Napoli e i Borbone di Spagna», nos llegó solo a través de las actas en 1985, ya que no pudo ser debatida en las sesiones del Congreso, al no haber asistido su autor al mismo en 1981.)

				

				
					3 Manuel GARCÍA PELAYO, «El estamento de la nobleza en el despotismo ilustrado español», Moneda y Crédito, n.º 17, 1946, pp. 38 ss.

				

				
					4 La perspectiva de conjunto ahora adoptada, permite asimismo la inserción de estudios monográficos realizados en el curso de elaboración de La ideología liberal, pero que entonces podían afectar al eje central del relato. Ahora encajan perfectamente de modo parcial. Casi todos fueron publicados en Cuadernos Hispanoamericanos, revista que entonces dirigía José Antonio Maravall: «La Sociedad Bascongada de Amigos del País en la Ilustración española» (n.º 185), «Hacia una tipología del pensamiento reaccionario en los orígenes de la España contemporánea» (1966, n.º 203), «Cristianismo ilustrado y reforma política en fray Miguel de Santander» (1967, n.º 214) y «Absolutismo y revolución. La emigración política de Miguel Rubín de Celis» (1969, n.º 233). En Moneda y Crédito, de 1968, publiqué «El liberalismo económico de Vicente Alcalá Galiano», y en la Revista de Trabajo, «La formación de los artesanos y la ideología ilustrada».

				

				
					5 «La formación de los artesanos y la ideología ilustrada», Revista de Trabajo, 1968, 4, pp. 284-285.
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			«Lo que no tiene duda es que el Consejo entendió en todas las materias y asuntos concernientes a la administración de Justicia y Gobierno universal del Reyno, consultando con él los Srs. Reyes de Castilla y León, y tomando su dictamen en los asuntos políticos y económicos» (Pedro Escolano de Arrieta, Práctica del Consejo Real, I, Madrid, 1797, p. 3).

		

	
		
			

Capítulo I

			
«Siempre absoluta, siempre ilustrada»1


			La obligación de Ciudadano me estimula a desear la prosperidad de la Nación, a considerar su estado actual, y a investigar las causas de que dimana.

			Como Magistrado no puedo abandonar el bien común, disimular los abusos que le estorban, ni dejar de reclamar contra ellos el auxilio de las leyes, y cuando algunas de estas se hallan sin uso u olvidadas, proponer su renovación o mejoramiento.

			A mucho se expone el que abiertamente combate unos desórdenes, que el interés mal entendido de pocos quiere cohonestar con el velo de la Religión; pero no es religión disimular la verdad, ni dejar perecer a la República por el terror pánico del ostracismo, o de la censura de algunos granjeros interesados. ¿Mas quiénes son estos, Señor?

			(Pedro Rodríguez Campomanes, Dedicatoria al Rey, Tratado de la Regalía de amortización, Madrid, 1765).

			
1. EL DEBER Y LA CAUTELA

			El 31 de mayo de 1765, Pedro Rodríguez Campomanes, fiscal del Consejo de Castilla y director de la Real Academia de la Historia, dedica al rey Carlos III su Tratado de la regalía de amortización. El texto de la dedicatoria tiene poco que ver con otros escritos semejantes. Es una rigurosa exposición de motivos, y sorprendentemente, también de temores justificados. Por eso Campomanes se apresura a presentar su propio personaje. No ofrece al monarca un conjunto de opiniones como individuo, sino como ciudadano, esto es, sujeto activo vinculado a los intereses de la Nación, y como magistrado, miembro de la administración del Estado y comprometido con una tarea precisa, para nada abstracta. Consiste su deber en analizar el estado de la misma nación y emprender la acción legislativa que haga posible remover «los abusos que le estorban». La nación adopta ya el sentido moderno de comunidad de los ciudadanos, no de vasallos, entendida como un cuerpo dinámico, que posee una dimensión teleológica: la prosperidad de todos. De paso Campomanes ofrece la fórmula, emplear las leyes para superar los obstáculos, objetivo que con estas u otras palabras resonará de modo incesante en el vocabulario de nuestros ilustrados.

			El órgano fundamental del gobierno era el Supremo Consejo de Castilla. Se trata de una «institución omnipresente», según describe M. Artola, en cuanto instrumento del poder absoluto del monarca, órgano de estudio y resolución sobre todo tipo de cuestiones, lo mismo las obras públicas «que el rompimiento de tierras, el establecimiento de cargas municipales, la asistencia social o cualquier tipo de resolución política», sin ordenación sistemática previa2. Como ya sucediera bajo los Austrias, esta pluralidad de competencias provocaba «lentitud e irregularidad», que el conde de Floridablanca intentará superar, fortaleciendo su propio poder, al crear en 1787 la «Suprema Junta ordinaria y perpetua de Estado», presidida por él, con un rango similar al de un primer ministro. Hasta ese momento, las deficiencias solo podían verse parcialmente compensadas, según sucederá mientras Campomanes asuma el cargo entre 1762 y 1783, mediante una incesante actividad del fiscal del Consejo, encargado de «informar cualquier orden o decreto procedente del Rey» antes de su publicación en el Consejo, «trámite que precede a la publicación». Y es también «el encargado de convertir las demandas y expedientes consiguientes en lo que, en términos constitucionales, se conoce como proyecto de ley»3.

			Pero no todo acaba en la definición de la tarea. Campomanes sabe que corregir el mal que afronta, la amortización de los bienes en manos de nobleza y clero, los estamentos privilegiados que detentan el poder social, no solo suscitará oposiciones por parte de los interesados, los cuales además tienen participación en el propio Consejo. De ahí los riesgos para quien plantea las reformas. Aun menos cabe ignorar la capacidad de presión de la Iglesia sobre el Estado, y en particular la presencia de la Inquisición como clave de bóveda de la resistencia contra cualquier intento reformador que afecte al clero, en su dominante posición económica o en su hegemonía cultural.

			Con palabras muy medidas, Campomanes lo evoca al declarar, apenas enunciado su propósito de cambio, que «a mucho se expone el que abiertamente combate unos desórdenes» donde una minoría se protege tras el escudo de la religión. De inmediato concreta aun más el riesgo: «el terror pánico del ostracismo y de la censura [...]». Todavía estaba cercano el proceso de la Inquisición que destruyó literalmente al magistrado Melchor de Macanaz y pronto llegaría el de Pablo de Olavide, hombre próximo a Campomanes, al que este se abstuvo de defender. Por eso con cautela opta por un discurso de captación, enumerando los bienes que obispos, clero secular y regular, procuran a los españoles. «La fuerza de la Nación es uno de los baluartes principales de la Iglesia, porque ella misma está dentro del Estado», concluye. No es seguro que tan atractiva construcción convenciera a los eclesiásticos, los cuales mayoritariamente mantendrán un prolongado pulso hasta 1808 en defensa de sus privilegios. La batalla se dará en los Consejos, ante el Rey, en los sermones y sobre todo en el ámbito de las delaciones y de los procesos del Santo Oficio, hasta constituir la espina dorsal de la vida política y cultural del reino. Activo hasta la década de 1790, primero como fiscal y luego como gobernador del Consejo, Campomanes fue el rompeolas del conflicto y aprendió desde muy pronto, cuando se plantea la oposición al plan de estudios de Olavide, que muchas veces le convenía ceder para sobrevivir.

			Mientras los gobernantes insistían, en especial entre 1768 y 1789, sobre la necesidad de lograr la imposición de los intereses públicos sobre los privilegiados, la intensa labor que desarrollaban para afrontar los grandes problemas tropezaba una y otra vez con resistencias infranqueables. No solo por la Inquisición, sino en el propio Consejo, al formar parte del mismo personalidades dispuestas a preservar los privilegios del orden estamental al que pertenecían. Estaba así garantizada la brillantez de la cultura política durante el período, pero también su fracaso, acelerado en el fin de siglo por el cambio de coyuntura económica, al pasar desde fines de los años 1780, de un alza prolongada a un tiempo de crisis en cadena, propiciadas tanto por la meteorología como por los gastos habidos en constantes guerras que serán el agente principal del hundimiento financiero del régimen.

			Por añadidura, la apertura intelectual que promueven los gobernantes para ganarse a la opinión pública en apoyo a sus reformas, se convierte muy pronto en una segunda fractura, no ya entre Estado e Iglesia, sino en el propio espacio ilustrado. Aflora así una fugaz Ilustración crítica, pronto reprimida, pero que llega a plantear una alternativa liberal a un absolutismo al que conviene la denominación de Despotismo ilustrado, por cuanto se apoya en el poder ilimitado del Rey para vencer las resistencias de los estamentos privilegiados y lo hace en principio al servicio de una reforma profunda y necesaria. «El brazo de Vuestra Majestad podrá sostener ahora y establecer lo razonable», propone en fin Campomanes. Será una tarea grandiosa y fallida.

			Su admirado Feijoó proporciona a Campomanes la clave para compaginar la labor reformadora con la ausencia de toda implicación política, que pusiera aquella en peligro de suponerse que atentaba contra el orden establecido:

			No se me considere como un atrevido Ciudadano de la República Literaria, que satisfecho de sus propias fuerzas, y usando de ellas, quiere reformar su gobierno; sino como un individuo celoso, que ante los legítimos ministros de la enseñanza pública comparece a proponer lo que le parece más conveniente, con el ánimo de rendirse en todo y por todo a su autoridad y juicio. No hay duda en que el particular que violentamente pretende alterar la forma establecida de gobierno, incurre la infamia de sedición. Pero asimismo el Magistrado que cierra los oídos a cualquiera que con el respeto debido quiere representarle algunos inconvenientes que tiene la forma establecida, merece la nota de Tirano4.

			No solo quedaba así legitimado el discurso de la reforma, para los ciudadanos, e indirectamente para los magistrados, sino que pasaba a ser un deber político inexcusable.

			
2. LA ESTRECHA PUERTA DE LA RAZÓN

			A. Domínguez Ortiz subrayó el carácter minoritario de la Ilustración española: «fue la aventura intelectual de unos pocos miles de españoles, clérigos, funcionarios, juristas, hidalgos, clase media, en suma, dispersos por toda la geografía peninsular, pero agrupados de preferencia en la Corte y en ciertas plazas mercantiles [...]». Una pequeña minoría la cual, según el historiador andaluz, pudo llegar al poder «fue porque en su bagaje llevaba ciertos argumentos de tipo económico y social de enorme fuerza atractiva»5. Tal vez sería preciso rectificar esta apreciación, ya que no se trataba de simple fuerza atractiva, sino de que proporcionaba una respuesta a las interrogantes que el reformismo de Carlos III había dejado sin ella.

			La anomalía del proceso se remonta a sus orígenes: la impresión de los propios contemporáneos era que todo había nacido del esfuerzo heroico de un polígrafo benedictino que había puesto sobre la mesa algunas de las cuestiones más acuciantes de la situación del país, sugería la necesidad de mirar hacia afuera para encontrar soluciones concretas y planteaba la necesidad de una actitud crítica para desbrozar un camino hacia ellas. Lo expresó de modo rotundo el omnipresente Campomanes en las primeras líneas de la anónima noticia que precede al primer tomo del Teatro crítico universal: «En un tiempo en que gemía España bajo de la ignorancia y las letras habían degenerado en una lastimosa serie de preocupaciones, nació D. Benito Gerónimo Feyjoó [...]»6. Sabemos que esa imagen es inexacta y que no faltaron otros senderos cuya confluencia llevó a la formación y a la hegemonía de un proyecto de reforma política y cultural.

			El más consistente fue el del erudito valenciano Gregorio Mayans, más joven que Feijoó y tan longevo como él. Pero es Feijoó quien consigue establecer un puente entre sus ensayos, desiguales y heterogéneos, pero siempre orientados al ensanchamiento de la mentalidad de sus lectores y a servir de fundamento a una acción de gobierno reformadora.

			Con todas las limitaciones propias de una labor individual, a partir de la redacción de su Theatro crítico entre 1726 y 1740, Feijoó realizó una aportación imprescindible al legitimar el ejercicio de una razón crítica, y no solo disipando «errores comunes», productos de la ignorancia y de la superstición populares. Señaló algunos de los temas que serán centrales en el pensamiento reformador y sobre todo abrió el camino «a tratar en la lengua materna todo género de asuntos científicos» (Campomanes), al mismo tiempo que mostraba con su ejemplo la necesidad de asomarse a Europa mediante el conocimiento «utilísimo» de la lengua francesa, en vez de la griega, tema que ocupa las dos últimas de sus Cartas eruditas y curiosas, escritas cuando es más que octogenario7.

			Si bien la barahúnda de controversias que suscitó su obra, fue más bien efecto de la miseria intelectual ambiente, el balance de su experiencia intelectual constituyó un primer paso decisivo para superarla, de acuerdo con el juicio emitido desde el fin del reinado de Carlos III por Sempere y Guarinos: «Las obras de este sabio produjeron una fermentación útil; hicieron empezar a dudar; dieron a conocer otros libros muy distintos de los que había en el país; excitaron la curiosidad, y en fin abrieron la puerta de la razón»8. En algún caso, yendo más allá que futuros ilustrados, al proponer la igualdad entre los sexos, lo cual sabe que la creará problemas, ya que «defender a todas las mujeres, viene a ser lo mismo que ofender a casi todos los hombres»9.

			Dentro de límites conscientemente moderados, y por una vía diferente de la que veremos en Mayans, Feijoó legitima el auge del cristianismo ilustrado en la España del siglo XVIII. Primero en el Theatro lamenta las guerras filosóficas, para tomar luego claramente partido por las ciencias naturales y al mismo tiempo justifica al Santo Oficio por perseguir las ideas heréticas, lo cual no es el caso de Newton. Prohibir toda doctrina nueva es «atar la razón humana con una cadena muy corta»10. La suya es una apuesta por el progreso de las ciencias y las artes, y por eso disiente del discurso de Rousseau. «No hay ciencia o Arte, de cuantas pueden contribuir a hacer más cómoda la vida humana, afirma, en que no hayan adelantado mucho y no estén adelantando cada día»11. Y en ese adelanto no encuentra que la ciencia promueva en los sabios el vicio, sino la virtud12. Feijoó ve la sociedad como un mecanismo en actividad, movido por el trabajo y bloqueado por la ociosidad, que él centra en la proliferación de días festivos. Y sometido a la gran amenaza de la guerra. También aquí Feijoó inaugura la orientación pacifista dominante entre nuestros ilustrados críticos, en abierto contraste con una política exterior del Reino que encadena una guerra con otra. Con audacia propone el contraste entre el príncipe conquistador, «una peste animada de su reino», Luis XIV, y el zar Pedro, quien hizo que en un imperio bárbaro «todas las artes floreciesen como en otra cualquiera nación europea»13. De aquí también su admiración por China, compartida por tantos otros ilustrados, que confía el gobierno a los sabios, y por Inglaterra, donde sitúa a Newton entre los «ingenios sublimes», e incluso aplica según Feijoó la ley de atracción a las relaciones de poder en las Cortes.
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			Retrato de Fray Benito Jerónimo Feijoó en la portada de la obra Theatro Crítico Universal publicada en Madrid en 1777. «En un tiempo en que gemía la España bajo de la ignorancia y las letras habían degenerado en una lastimosa serie de preocupaciones, nació D. Benito Gerónimo Feijoó» (Campomanes, «Noticia de la vida y obras del M. I. y R. P. fr. Benito Gerónimo Feyjoó, monje benedictino…», en t. I del Theatro crítico universal).

			Cerrando el círculo, el amor de la patria es positivo cuando consiste en amor noble al propio país, enfrentado a la «pasión nacional»14. Feijoó siente el primero íntimamente, a partir de su conciencia de la pobreza e ignorancia de España. «El descuido de España lloro, porque el descuido de España me duele»15, dirá con una frase célebre que define lo que van a sentir tantos ilustrados, y que explica la intensidad de su compromiso. No son palabras vacías, ya que las acompaña la estimación preferente hacia la agricultura y las artes, ilustrada mediante la fábula de Idearia y Solidinia en Cosmosia16. La crítica es cada vez más dura, contra la nobleza, pues su racionalismo no le permite admitir la superioridad de la sangre, y contra los ricos, en nombre de los labradores, «pobres hambrientos que cultivan las tierras»17. Con un tratamiento desigual, a veces cauteloso, como al escribir sobre la tortura o la Inquisición, la aplicación del racionalismo a la situación española pone sobre la mesa los problemas que los reformadores deberán afrontar, en principio sin implicación política alguna. El espíritu ilustrado pasa a ser la guía para una acción de gobierno comprometida, y sirve también para que vayan surgiendo otros focos de modernización en el seno de las élites. Dado el doble cerco a la publicación de las ideas que establecen la censura de Estado y la inquisitorial, el tema de los cauces de comunicación resulta crucial para la formación y el desarrollo de la Ilustración en España.

			Uno de esos cauces es la tertulia, forma de sociabilidad que viene de atrás y característica de las Luces en España. En un momento de afirmación progresiva de las nuevas ideas procedentes de Europa, proporciona la posibilidad de constituir grupos de afinidad ideológicos, y de garantizar cierta seguridad en un medio social sometido a estrictos controles. Fue una tertulia en la periferia del país, en paralelo al acceso de Campomanes al poder en el Consejo, la que va a servir en un lugar de principal enlace entre el repertorio crítico de Feijoó y la institucionalización del espíritu reformador. La crónica es de sobra conocida. Entre las tertulias nocturnas que tenían lugar en los pueblos vascos, la celebrada en la villa guipuzcoana de Azcoitia se transformó en 1748 en Junta Académica, compuesta de caballeros y algunos clérigos. Xavier María de Munibe, conde de Peñaflorida, asumirá la dirección de un grupo que se dedica a experimentar con máquinas eléctricas, a discutir sobre ciencias naturales y a reflexionar sobre el necesario destierro de la filosofía aristotélica. El primer fruto fue alcanzado en este terreno, con la publicación en 1754 bajo seudónimo del opúsculo Los aldeanos críticos, declaración de guerra al tomismo en nombre de Newton. Siguieron pausadamente la presentación por Peñaflorida del Plan de una Sociedad Económica ante las Juntas Generales de Guipúzcoa en 1763, intento fallido al que sucederá la fundación, aprobada por el Rey, en 1765, de la Sociedad Bascongada de los Amigos del País18. Diez años más tarde, Campomanes descubrirá la conveniencia de extender a todo el país la fórmula asociativa de los ilustrados vascos, como único recurso para intentar convertir a las capas dominantes de la sociedad en instrumentos activos del reformismo estatal.

			Más adelante volveremos sobre la historia de los Amigos del País Vasco. De entrada, cabe decir que su significación en el ámbito del movimiento ilustrado fue superior a las limitaciones que afectaron a su proyecto. No consiguió movilizar a toda la nobleza convocada, intentó y fracasó en una serie de proyectos, y al final hubo de centrarse en la formación de una futura nobleza vasca en el Seminario de Vergara. Pero gracias a la entrega de Peñaflorida y de su colaborador, el marqués de Narros, desarrollaron una intensa actividad, incluida la recepción de ensayos obra de los Amigos individuales, algunos de los cuales alcanzarán a ser conocidos del público cuando entre 1785 y 1788 los «papeles periódicos» puedan convertirse en difusores eficaces de las nuevas ideas. Para entonces la institución se había convertido en el modelo de implicación de la nobleza en los propósitos del gobierno, y en tal sentido Campomanes propondrá en 1775 la siembra en el país de Sociedades Económicas, encargadas de reproducir en distintas provincias y lugares, bajo un mayor control estatal, el papel desempeñado por la Bascongada19.

			Hubo otros lugares de la Ilustración que desempeñaron un papel relevante. Pudo serlo Sevilla, con la presencia de Olavide, pero todo acabó con su proceso. Las Universidades podían también haber impulsado el cambio, aunque los poderes tradicionales y la escolástica conservaron su dominio hasta el fin del Antiguo Régimen. Aun sin conseguir la reforma de los planes, la Universidad de Salamanca sobresale, constituyendo desde la década de 1770 un núcleo importante de concentración y difusión de las ideas ilustradas.

			En esta dirección, las investigaciones de A. Mestre sobre la figura y el entorno de Gregorio Mayans y Siscar, polígrafo valenciano contemporáneo de Feijoó, han supuesto una notable ampliación del paisaje intelectual de la España ilustrada, cuestionando la soledad del monje gallego que destacara Campomanes. De ahí que haya podido elogiarse la labor investigadora de Mestre, afirmando que «ha puesto poblado de personajes un período de nuestro pasado que sencillamente no existía con anterioridad»20. Un redescubrimiento de obras y autores que permite destacar la importancia de la larga gestación del auge ilustrado durante los reinados de Felipe V y Fernando VI. Cuando Mayans se dirige al ministro José Patiño en 1734, lo hace en nombre de un protagonista plural, en calidad de «agente voluntario de los hombres doctos de España, todos [los cuales] desean promover las letras»21 y de hecho un mérito sobresaliente suyo es la constitución de una red intelectual, centrada en su «nación» pero que desborda sus fronteras, hasta incluir una correspondencia con Voltaire y publicaciones en distintas ciudades europeas22.

			Es evidente la superioridad en este campo de Mayans sobre Feijoó, a quien reprocha con acierto abundantes fallos que afectan a su rigor. Este rasgo constituye la espina dorsal de una evolución teórica, en la cual no falta una idea clara de la nación cuando propugna la enseñanza del español como lengua para la infancia, antes que el latín. Iniciativa que no está lejos de la apuntada por Feijoó para la preferencia del francés sobre el griego. La propuesta se inscribe en el objetivo de «facilitar y perfeccionar el uso de la razón», y se dirige al conjunto de los españoles, busca «el consentimiento universal de toda la nación», «la práctica constante de toda ella»23. Por eso quiere fijar la ortografía del idioma español, lo cual no significa eliminar el catalán, cuya enseñanza también propugna para que catalanes y valencianos entiendan los libros que deben leer. Mayans es de familia «austracista» en la Guerra de Sucesión y de ese origen retiene una visión de la historia y de la cultura opuesta a la centralización absolutista. No debe ser considerado un pre-constitucional24.

			Otra cosa es que sus intentos de colaborar con los gobernantes, de Patiño a Manuel de Roda, ya bajo Carlos III, fueran una sucesión de fracasos. Tampoco su minucioso proyecto de reforma universitaria, encargado por Roda, era un dechado de innovación, tanto en los textos básicos, como en el recurso a la expurgación inquisitorial cuando recomienda a los iusnaturalistas Heinecio y Puffendorf25. Más importancia tuvieron sus investigaciones que permitieron enlazar con el erasmismo español del siglo XV y aportar rigor al movimiento de renovación religiosa asociado al «jansenismo», con su atención a la corriente erasmista y su «amor intellectualis» por Juan Luis Vives. La obra de Mayans liga la espiritualidad del siglo XVI con las aspiraciones religiosas de los reformadores del siglo XVIII26. Es, pues, como Feijoó desde otro ángulo, una pieza capital en la formación del cristianismo ilustrado en España.

			La oposición entre Mayans y Feijoó, con ventaja del primero, anticipo de la propuesta por A. Mestre entre Ilustración y Despotismo ilustrado, no debe ser llevada al extremo27. El espíritu centralizador sofocará iniciativas de Mayans, tales como la Academia Valenciana, desoirá iniciativas suyas, pero tampoco el pensador de Oliva planteaba una alternativa general, que los gobiernos ilustrados pudieran discutir o rechazar. A. Mestre reconoce que «el gran movimiento reformista radica(ba) en la Corte y alrededor del poder gubernamental»; de ahí «el hecho innegable de que durante el reinado de Carlos III existe una mayor identificación entre el espíritu innovador y la actividad gubernamental»28. Y no puede olvidarse que si esos impulsos centrípetos, pudieron tener costes, como el que A. Mestre, siguiendo a F. Aguilar Piñal, anota respecto de las Sociedades Económicas, lo cierto es que, sin el impulso del agente del poder absoluto, Campomanes, apenas hubiesen existido. Con su inseguridad y sus errores, también con su llamada a un cambio de mentalidad, Feijoó ponía sobre la mesa un puzzle temático, que empujaba a la acción del absolutismo ilustrado, y la legitimaba. «Las invenciones son la prueba de la existencia de ideas»29. Los cambios políticos también. Ello nos obliga a ponderar la influencia que ejercieron sobre un medio social y político, más allá del diálogo que con las mismas pueda establecer el historiador.

			De hecho, las corrientes de cambio habían empezado a consolidarse en el reinado de Fernando VI y la puesta en marcha del catastro de Ensenada es un signo revelador. La importancia de los problemas económicos había ya dado lugar antes a trabajos de primer orden, como el Theorica y práctica de comercio y marina, de Gerónimo de Uztáriz, y también a ensayos de sabor barroco como el Lo que hay de más y de menos en España para que sea lo que debe ser y no lo que es, de José de Campillo, en el cual figura ya un apunte de sus más valiosas intuiciones sobre el gobierno de América. En torno al cambio de rey, las esperanzas se concretan, a la luz de la experiencia reformadora de Carlos III en Nápoles. Es entonces cuando Miguel Antonio de la Gándara escribe en Nápoles sus Apuntes sobre el bien y el mal de España, que circularon manuscritos mucho antes de verse impresos en 1811. Desde el punto de vista económico, Gándara es un estricto mercantilista que defiende la clausura del mercado interior frente a los extranjeros, cuyo dominio comercial provoca la ruina del país. Libertad es en este sentido libertad económica, compatible con el poder absoluto de un monarca, el cual, pensando tal vez en el ejemplo de Tanucci en Nápoles «ha de llevar el timón de su ejecución bajo el oráculo del soberano»30. Gándara es un fiel expositor de la fórmula política del Despotismo ilustrado.

			El aparente arcaísmo de su pensamiento, desaparece cuando indica los principales aspectos a reformar, apuntando ya a las grandes líneas de cambio que intentarán ser desarrolladas por los prohombres del Estado carolino. En primer lugar, la reforma universitaria, con la creación de nuevas cátedras, de Derecho Público Nacional, de Concilios Nacionales [sic], de Filosofía experimental, la universal de todas las ciencias y del Arte maquinaria, ente otras, mientras sobran de teología y «Filosofía aristotélica»31. En segundo, la disminución del número de «religiones», léase clero regular, y sobre todo «se pondrán después barreras a las adquisiciones ilimitadas de todo género de manos muertas»32. Y, por fin, de cara a la nobleza, se limitarán las concesiones de títulos y salvo excepciones serán solo vitalicios33. En el abate Gándara, se encuentran ya reseñados el índice y los principales problemas a afrontar por los reformadores, e incluso los enfoques que guiarán a estos. Emergen así las bases para la continuidad en un pensamiento político y económico, que con la presencia en el aparato de Estado servirán para compensar las limitaciones observables en cuanto al número de expositores de la ideología.

			En conjunto, por comparación con Francia o Inglaterra, incluso con Nápoles, nos encontramos ante escasos polos de difusión intelectual y corta producción ideológica, relativa a la política, por lo menos hasta la década de 1780. Una reducida entidad cuantitativa de la Ilustración política que resulta explicable por los obstáculos y los riesgos que implicaba la publicación de las ideas. De ahí que por una parte la literatura del Despotismo ilustrado se encuentre sobre todo en los informes y documentos de los órganos de gobierno —la obra de Campomanes sería una clara muestra— y, que en la otra vertiente las aportaciones más significativas circulen durante mucho tiempo solo como manuscritos. El mejor ejemplo serían las Cartas marruecas, de Cadalso, de abundante circulación clandestina, pero cuyos manuscritos originales aún no han sido encontrados, quedando pendiente hasta hoy la edición sobre el texto original. A pesar de todo es una excepción positiva, porque conocemos su alta difusión, por contraste con otros que han sobrevivido, caso de las Cartas de León de Arroyal en la Biblioteca de Jovellanos, sin que sepamos si tuvieron pocos o muchos lectores. Ni siquiera escritores conservadores y bien vistos por el gobierno, como Juan Pablo Forner, llegaron a ver publicadas algunas de sus mejores obras, como el Discurso sobre la historia de España.

			El estudio de las traducciones a lo largo del siglo confirma ese cierre, si bien el francés domina como idioma traducido, en más de la mitad de los casos, seguido de una quinta parte del italiano y solo un 14 por 100 del latín. Y cuenta también el incremento de traducciones, menos de un 6 por 100 hasta 1740, un 10 por 100 entre 1740 y 1770, y más del 25 por 100 desde esta fecha a fin de siglo. Signos del avance de la relación con Europa, pero tal impresión se amortigua con el análisis temático, ya que casi un tercio son libros religiosos, un 20 por 100 de literatura y casi un 10 por 100 tanto para historia como para medicina. La política está ausente, y la modernización solo llega en parte por la literatura y la historia, con autores como Voltaire tapados34.

			Leandro Fernández de Moratín lo explicó con claridad en el año feliz de 1787: «la edad en que vivimos es muy poco favorable; si vamos con la corriente y hablamos el lenguaje de los eruditos, nos burlan los extranjeros y aun dentro de casa hallamos quien nos tenga por tontos; y si tratamos de disipar errores funestos, la Santa Inquisición nos aplicará los remedios que acostumbra»35 Amén de la acción inquisitorial contra un autor tras censurar una obra que ya había sido aprobada por el Supremo Consejo, había que considerar los riesgos adicionales de la posesión de libros prohibidos, y aun en el caso de los propios gobernantes, la búsqueda de agujas en el pajar con tal de poder inculparles. Los ejemplos de Macanaz y de Olavide estaban muy cerca y por eso el propio Campomanes confiesa, según vimos, que «a mucho se expone el que combate unos desórdenes» encubiertos por el velo de la religión. Todos debían extremar la cautela, a la vista de lo sucedido cuando Carlos III da el visto bueno y apoya el proceso de Olavide por el Santo Oficio.

			La censura era además un doble filtro, y aun a mediados del siglo infranqueable para el discurso político desde el Consejo, al que por real resolución de 1745 se le ordenaba que no concediese licencia «para imprimir libro o papel alguno que tuviese conexión con materias de Estado», a lo cual en 1752 añade el Juez de Imprentas unas cláusulas draconianas que llegaban a penas gravísimas en cuestiones religiosas, comprendida la pena de muerte36. Bajo Carlos III esta ley cayó en desuso, pero ambas siguieron en vigor, incluidas en la Novísima Recopilación. A lo largo de la década de 1760, de forma terminante en 1768, fueron acotadas las competencias del Santo Oficio a las cuestiones estrictamente religiosas, respetando la primacía del Consejo, cuyos grados de tolerancia o restricción quedaron al arbitrio del Juez de Imprentas mediante la designación de los censores37. Pero ni las restricciones habían acabado, ni el Santo Oficio hizo caso de las restricciones que le eran impuestas. Si el Santo Oficio no intervenía en la censura de un libro, podía actuar a posteriori y prohibirlo, incluyéndolo en el Índice, caso de la traducción del Dei delitti e delle pene de Cesare Beccaria, y por otra parte los plazos de censura del Consejo eran discrecionales, lo cual se aplicará a «los papeles periódicos» hasta 1785, privándoles de toda actualidad.

			En un primer momento al menos —resumió L. Domergue— los pensadores de la España ilustrada no tienen otra salida que inclinarse, en determinados temas, ante el régimen autocrático existente, con el fin de poder utilizar esa autoridad política absoluta como instrumento eficaz de la reforma económica que preconizaban, juzgándola previa a todo cambio. Consideraban esta como una liberalización tan amplia como fuera posible. Al rey correspondía imponer esta nueva orientación, removiendo los obstáculos, que no dejaban de surgir a cada paso […] Pero el silencio es, salvo raras excepciones, guardado escrupulosamente sobre la constitución del país y el mejor sistema de gobierno, el cual no podía ser otro que la monarquía absoluta38.

			El cuadro establecido por L. Domergue sigue siendo válido, salvo por lo que concierne a la entidad de esas «raras excepciones», que logran ser dominantes cuando un hueco aparecido en el régimen de censura lo permite. Por eso la eclosión de las nuevas ideas solo llega, y por un tiempo limitado, con la flexibilización de la censura de los periódicos de 19 de mayo de 1785, rápidamente restringida por otra real resolución de 29 de noviembre39. A pesar de esa corrección, la primavera de la prensa crítica perdura hasta el reglamento de 6 de septiembre de 1788, convertido en ley por Real resolución: no se podían incluir sátiras, y lo que resultó decisivo, en traducciones y discursos «se pondrá el nombre o cita del autor o libro de que se haya sacado»40. Hasta entonces siempre podía argüir el director del periódico que el discurso le había llegado de modo anónimo. Ahora cada colaboración llevaba su nombre de autor, quien pasaba a ser directamente amenazado. La interrupción se vio doblada por la acción del Santo Oficio, prohibiendo discursos y actuando en el orden personal contra los periodistas. De hecho varios, los editores de El Pensador, El Censor, El Apologista universal y El Observador sufrieron de un modo u otra persecución. Aun cuando luego hubo alguna apertura, la historia se cerró por la resolución de febrero de 1791, por la cual «cesen de todo punto» los diarios y papeles públicos que salen periódicamente, salvo el Diario de Madrid de pérdidas y hallazgos, «sin que en él se puedan poner versos ni otras especies políticas de cualquiera clase»41. La rendija se había tapado definitivamente para el pensamiento político, y el protagonismo pasará a la expresión y a la circulación clandestinas, a lo que he llamado nicodemismo político, por el personaje evangélico que profesaba la fe en Jesús amparándose en la oscuridad42.

			Dada la estrechez de los cauces de expresión, las Sociedades Económicas desempeñaron un notable papel, por lo menos en cuanto receptoras de escritos que sin ellas nadie hubiera acogido. Por cédula del Consejo, en junio de 1778 había sido autorizada la publicación por ellas de «las obras escritas por sus propios individuos en común o en particular», si bien utilizaron esta facultad con cautela. En mayo de 1805 tal derecho fue suprimido. Toda propuesta de publicación debía pasar por el Juez de Imprentas y espacio de la prohibición iba más allá de la religión, «leyes del reino y mis regalías», pudiendo justificarse «por sus errores en materias científicas, los vicios de estilo y lenguaje», o simplemente porque el censor no la juzgara «útil al público»43.

			Dicho en breve, la cortedad de la expresión de ideas políticas en los reinados de Carlos III y Carlos IV no puede ser atribuida a la ausencia de pensadores, figurando en la cuenta de un sistema de control altamente restrictivo, y peligroso a título personal para quien intentara escribir con libertad. Por la misma razón, tampoco cabe abordar una reconstrucción de ese período, aislando la producción de los reformadores, sin tener en cuenta los filtros y los riesgos que debían afrontar y la presencia constante de una contraideología ocupada exclusivamente en suprimir la circulación de sus obras y en excluir de la vida pública y civil a los autores.

			
3. EL PODER DEL REY

			El papel desempeñado por el Rey sigue siendo objeto de discusiones desde los tiempos de Menéndez y Pelayo. De entrada, el ejercicio del poder absoluto por y bajo Carlos III ha de ser considerado partiendo de su dimensión finalista. A diferencia de la justificación de la monarquía en los dos siglos anteriores, donde el rey es designado por Dios, o recibe el poder originario de la divinidad, para gobernar a sus vasallos mediante una «soberanía absoluta y perpetua», la función del monarca ilustrado, sin ver disminuidas su legitimidad ni sus facultades, se encuentra ahora dirigida a crear un marco de bienestar y «felicidad» para sus súbditos. Tal es la definición que exhibe Carlos III en 1787 al crear la Junta Suprema de Estado: se trata de «transmitir la herencia que me ha parecido dejar a mis amados vasallos, reducida a perpetuar en ellos, y su gobierno y constitución, la sucesión progresiva de luces y máximas que he adquirido»44.

			El rey no renuncia a su condición de sujeto único de la soberanía, pero esta pasa a ser legitimada por la entrega de un legado progresivo «de luces y máximas» a la nación. Sin que ello suponga incurrir en idealización alguna de Carlos III, el nexo que establece con sus gobernados implica que ve el ejercicio de su poder como una tarea a ejecutar. Sirva de ejemplo su reflexión ante un próximo fin de la guerra de los Siete Años: «con esto quedaremos en una perfecta paz y tranquilidad para pensar y hacer lo que se debe y es tan necesario»45. Una preocupación que le induce a contar con personalidades e instrumentos activos para llevarla a término. Tal es el papel que desempeñarán el toscano Bernardo Tanucci en Nápoles, mientras Carlos allí reina, y luego en la menor edad de su hijo Fernando, y de gestores ilustrados como Campomanes y Floridablanca en España.

			La correspondencia semanal entre Tanucci desde Nápoles y Carlos III, ya rey en Madrid, ofrece una buena muestra de cómo este contempla los deberes y los contenidos del gobierno. Su conducta con Tanucci puede servir de indicador respecto de la que mantuvo en España con Aranda, Campomanes o Floridablanca. Ilustra también otros aspectos de su personalidad, tales como su amor por la reina María Amalia, cuyo fallecimiento le deja desolado, una pasión por la caza que pretende transmitir desde la distancia a su hijo en Nápoles, y el gran interés que muestra ante las excavaciones arqueológicas de Pompeya, Stabia y Herculano46. Al mismo tiempo realiza una labor de puntual seguimiento de los asuntos de gobierno que se suceden cotidianamente, desde el apresamiento de unas naves por piratas a la suerte de un capitán condenado por adulterio o los daños sufridos por la población en un terremoto. Carlos III se muestra siempre atento a mantener en su integridad las prerrogativas al frente del Consejo de Regencia, como su presidente efectivo, subraya Anes, incluso cuando ha abandonado físicamente Nápoles: el Consejo admite a cierto monseñor en su seno y Carlos declara de inmediato «que no puedo absolutamente aprobar el que se le haya hecho entrar en él, porque nadie puede entrar en ella [sic] sin que yo lo mande»47.

			[image: ]

			Retrato de Carlos III según grabado de la obra Bibliotheca Hispana Vetus (1788). «La ignorancia defiende todavía sus trincheras, pero Carlos acabará de derribarlas…» (Jovellanos, «Elogio de Carlos III», 1788).

			De ahí que su postura frente a la Iglesia sea de un estricto regalismo, dispuesto siempre a recordar la doctrina de los dos poderes independientes. El Papa manda en lo religioso, el Rey en lo civil. Tal y como precisa Tanucci en una de sus cartas, Carlos es «un rey, que, a tantas virtudes heroicas, une la de conocer claramente lo que es del Soberano, y lo que es del Papa»48. En calidad de fiscal del Consejo, Campomanes desarrollará la posición definida por Carlos III, con ocasión de un conflicto que implicó a España en tanto que cabeza de los Estados dinásticos, frente a la decisión de la Curia de derogar una serie de decretos promulgados por su hermano el duque de Parma, que afirmaban la propia soberanía en temas que afectaban al clero y que sometían a beneplácito regio la publicación de bulas y decretos papales. La respuesta pontificia iba más allá de rechazar el decreto ducal, negando en su edicto o monitorio, la propia soberanía del duque. Fue la ocasión para que Campomanes redactase su Juicio imparcial, con intervención de José Moñino, en el que rechazaba la pretensión papal de poder derogar las leyes de un príncipe soberano.

			Al ver en la actitud papal un atentado directo contra la soberanía monárquica, el fiscal aprovechaba para añadir que la Iglesia disfruta de «la adquisición demasiada de bienes temporales», intentando una escalada de pretensiones de modo que «se ha querido defender la inmunidad temporal del Clero como independiente de la autoridad real, sino que se ha puesto en cuestión la soberanía, y aun se ha querido someter a los Reyes a la autoridad de la Curia»49. El juicio imparcial sobre el monitorio de Parma probaba justamente lo contrario, que los privilegios del clero dependían en su totalidad de la «merced de los Príncipes». El principio quedó consagrado en el programa de gobierno que supuso en 1787 la Instrucción reservada para la Junta de Estado: una vez afirmada «la obediencia a la Santa Sede en materias espirituales», la Junta debía intervenir «cuando pudiera mezclarse alguna ofensa de aquellos derechos y regalías»50.

			El regalismo era una seña de identidad indeleble en la personalidad política de Carlos III y contribuye a explicar, tanto su oposición contra la Compañía de Jesús como la actitud ante la Inquisición. El enfrentamiento había nacido de una cuestión de apariencia secundaria, la inclusión en el Índice y la prohibición por un Breve papal de la Exposition de la doctrine chrétienne, publicada en 1748 por François-Philippe de Mesenguy, y acusada de jansenismo. El conflicto surgió cuando el Inquisidor general hizo traducir y difundir el Breve pontificio. Carlos III había emprendido acciones contra la prohibición, de las que informa a Tanucci, promulgando el regium exequator, de acuerdo con el cual no podían ser publicados breves y bulas papales sin el visto bueno del rey. Reaccionó además contra el Inquisidor general, primero mandándole retirar la traducción y luego desterrándole al negarse el arzobispo, profiriendo además amenazas veladas. Una vez en el destierro, tal vez inesperado, impetró de inmediato el perdón real, que le fue concedido, pero con una apostilla que era toda una declaración de principios dirigida ante todo al Santo Oficio; «Admito ahora las gracias del tribunal, siempre le protegeré; pero que no olvide este amago de mi enojo en sonando desobediencia»51.

			Carlos III definía así el criterio que va a presidir su relación con el Santo Oficio a lo largo del reinado: lo protegerá mientras no ponga en cuestión su autoridad soberana. A esta misma posición responde la ley promulgada por real resolución y cédula del Consejo en enero de 1762 —corregida al siguiente año y en 1768— sobre el «modo de proceder el Tribunal de la Inquisición para la prohibición de libros», restrictiva al extender los controles regios a edictos, índices y expurgatorios si bien en lo que ahora nos concierne52, la orden tenía un doble objeto: evitar que se publicasen edictos papales «sin orden expresa del soberano» y que de tratarse de libros, «cuidase de hacerlos examinar de nuevo, y los prohibiese siendo justo» sin incluir —pensando en el caso Mesenguy— la Bula condenatoria previa53. Casi las mismas expresiones de 1761 reaparecen en las instrucciones para la Junta de Estado; «que se favorezca y proteja este santo tribunal», siempre que «con el pretexto de la religión, no se usurpen la jurisdicción ni las regalías de mi Corona»54. La intervención del Rey en el proceso de Olavide lo había probado, según muestra el estudio de Gómez Urdañez sobre el tema55. Eran, pues, prematuras las celebraciones de Voltaire al opinar en 1768 que «le han cortado las alas al monstruo de la Inquisición»56.

			El caso Mesenguy afectó también a la Compañía de Jesús, que había adoptado una actitud militante, y al más alto nivel, a favor de la prohibición. La primera noticia había sido favorable, según informa Tanucci el 24 de febrero de 1761: la Exposición de la doctrina cristiana había sido aprobada por el Santo Oficio en Roma «a pesar de los manejos de los jesuitas». En su respuesta, Carlos expresaba su juicio sobre la Compañía: «no sé que hacen los jesuitas con ir moviendo tales historias, pues con esto siempre se desacreditan más»57. La Compañía de Jesús se aliaba a la Curia frente a la soberanía regia, y constituía en sí misma un centro de poder opuesto a las regalías58. En este caso, su supresión era la consecuencia lógica del regalismo:

			Los desórdenes causados por la Compañía llamada de Jesús en los dominios españoles, y sus repetidos y ya antiguos excesos contra toda autoridad legítima y desafecta a sus intereses, obligaron al Rey Católico, en virtud del poder que ha recibido de Dios para castigar y reprimir los delitos, a destruir en sus estados tan continuo foco de inquietudes59.

			Regalismo y jansenismo fueron aliados en el conflicto que desembocó en la supresión de la Compañía de Jesús, lo cual no significa que se confundieran, ni que estuviesen claros los perfiles de lo que se entendía por «jansenismo», utilizado desde el pensamiento ultramontano como etiqueta de descalificación, corriente herética. Paralelamente, en una acepción amplia eran adscritas al «jansenismo» las distintas variantes de pensamiento religioso reformador, crítico tanto contra las injerencias papales, como contra las manifestaciones de religiosidad supersticiosa y la propia Inquisición que las amparaba. Lejos de los planteamientos iniciales sobre la gracia y la predestinación del fundador Jansenio en el Augustinus, y sin dejar de lado el pleito jurisdiccional con Roma, el jansenismo dieciochesco ahonda en la renovación erasmista del siglo XVI y se refugia en una arqueoutopía, «en la esperanza de purificar las costumbres, los ritos y los sentimientos religiosos, proyectan(do) remozar los cánones y leyes antiguos»60. Con el espíritu combativo contra la degradación de las formas religiosas vigentes que mostrarán emisores tan diferentes como El Censor, Joaquín Lorenzo Villanueva o fray Miguel de Santander. En la pugna jurisdiccional, adoptan el episcopalismo, creyendo que los obispos serían alternativa real al Santo Oficio. El jansenismo se convertía así en un recurso para seguir fiel a la creencia, a pesar de la amenaza permanente de una religiosidad anclada en las prácticas supersticiosas y en la Inquisición.

			
4. EL IMPULSO REFORMADOR

			El Despotismo ilustrado seguirá otra vía, aun cuando siempre permanezca el punto de unión al rechazar las injerencias del Papa. La afirmación de un poder absoluto del monarca, ilimitado en la esfera civil, se vuelca en busca de la unificación del espacio sobre el cual es ejercido ese poder, y la consiguiente identificación de su destinatario. Es así como paradójicamente, del absolutismo ilustrado emergen las ideas de «nación» y «nacional», correlatos de la exaltación de la soberanía monárquica y de la asignación a la misma de una dimensión finalista, la prosperidad de los españoles, su «felicidad». Los súbditos son ciertamente sus «vasallos», pero la palabra vasallo connota una relación bilateral, que el nuevo absolutismo no admite, y al mismo tiempo fragmenta al objeto necesariamente unificado, de la acción de gobierno.

			Al ser portador de un derecho divino como base de su legitimidad, el Rey no puede invocar a la nación en su vocabulario, pero sí lo harán sus instrumentos privilegiados, los consejeros que implementan las órdenes y las instrucciones emitidas desde el vértice. Incluso para corregir la conducta del monarca cuando este se aparta de las reglas que él mismo traza: caso de la advertencia que hiciera Floridablanca al Rey contra la forma tradicional en que distribuía limosnas a «enjambres de hombres, mujeres y niños» que le seguían en sus partidas de caza, promoviendo de este modo la mendicidad y el ocio. Contra ello el ministro recomendó tomar «providencias activas para impedir la mendiguez voluntaria, desterrar la ociosidad y promover la educación y aplicación al trabajo de las gentes pobres»61. El monarca absoluto podía, en principio, verse obligado a renunciar a aquellos comportamientos que le alejaran de su condición de ilustrado.

			En el plano institucional, el Consejo es la instancia reguladora del ejercicio del poder absoluto y lo convierte en «moderado». Según escribirá Romá y Rosell, «el cuerpo depositario del amor a la patria es, sin agravio de los demás, en Francia y en Inglaterra, el Parlamento, y en España el Consejo de Castilla, brazo derecho del monarca y cuerpo nacional perpetuo, activo e ilustrado»62.

			La unificación del espacio y del destinario requiere homogeneidad, en lo que concierne a la existencia de un interés general, al asociar la meta de la «felicidad» con la configuración de un mercado nacional. Siempre sobrevive, como contrapartida, un estricto respeto al orden jerárquico de la sociedad estamental63. Hay que tenerlo en cuenta cuando Campomanes habla de «la nación» y de que «la actividad del pueblo es el verdadero móvil»64. Como máximo, habrá que eliminar las discriminaciones legales que perturban el buen funcionamiento del sistema productivo, como era la humillación de quienes practicaban oficios considerados como viles, o que sufrían aquellas en abierta contradicción con el principio de igualdad entre los cristianos, así «la nota indecente y aun infame que se pone a los convertidos y a sus descendientes y familias»65. La admonición es cautelosa y por el momento de nula eficacia para combatir la vigencia de los Estatutos de limpieza de sangre.

			La mentalidad del Despotismo ilustrado contempla una acción de gobierno orientada de modo constante a impulsar el mejor funcionamiento del conjunto social, regido por el concepto de «utilidad». De ahí la importancia de las obras públicas, canales y carreteras, a mitad de camino entre la necesidad urgente para el transporte, y la dimensión utópica por no tener en cuenta los obstáculos técnicos (canal de Aragón de Floridablanca, la unión con el mar de Cabarrús). Desde su ingreso en la Administración, Campomanes insistió en la urgencia de una red de carreteras, «que faciliten el comercio de unas provincias a otras» y también con Europa66. Al mismo tiempo cuida de que no se alteren las relaciones de poder establecidas, tanto al rechazar todo cambio que las afecte de modo sustancial, como al proceder con máxima cautela en la aplicación de las reformas. El objetivo consiste en frenar la amortización que sigue produciendo «el estanco de los bienes» en las manos muertas, remover «los obstáculos» que limitan la producción agraria, corregir los abusos que en el plano económico y en el religioso caracterizan al clero regular, que la nobleza deje de ser «ociosa» y asuma la condición de clase «útil». No de que sean alteradas las relaciones de poder en la sociedad. Lo que los ilustrados como Campomanes o Floridablanca intentan conseguir es una sociedad estamental dinamizada, en las instituciones y en las ideas, y eficiente en el plano económico. El Despotismo ilustrado es un proyecto de racionalización conservadora.

			En sus principales manifestaciones, desde los escritos del precursor Bernardo Ward hacia 176067, hasta la Instrucción reservada de Floridablanca, pasando por los discursos e informes de Campomanes, cabe poner de relieve el denominador común de la ideología que inspira a los gobernantes, por encima de las variaciones asimismo observables. Sin abandonar totalmente la tentación arbitrista, el guion es trazado por el irlandés Ward, en su Proyecto económico y en la Obra pía para el recogimiento de pobres que elabora en los años finales del reinado de Fernando VI. Lo hace a partir de un viaje por Europa con el fin de encontrar las soluciones puestas en práctica por otros países para superar el atraso observable en España. La llave maestra sería la movilización de los recursos económicos por los particulares, activados mediante la fundación de un Banco nacional, bajo la protección del Estado, y no por la actuación exclusiva de este, recurriendo a la asociación de los nobles hasta entonces ociosos —«teniendo bastante tiempo desocupados»—. Formarían una Junta de Mejoras sobre el modelo de las Sociedades de agricultura constituidas en Dublín y en Francia, y su cometido consistirá en difundir «por todo el cuerpo de la Nación el espíritu de mejoras»68. Es la utopía de un espíritu de reforma que gana a todos los componentes de la sociedad, cuyo ejemplo ofrece el Reino Unido con la institución parlamentaria. Un elogio en que Ward coincide con otros pensadores de la época, algunos en nada opuestos al absolutismo:

			El Parlamento atiende a cuanto propone la Sociedad, y los Físicos, los Eruditos y otros Sabios contribuyen con sus observaciones y desvelo a descubrir la calidad de la tierra, las influencias del cielo que dan la fertilidad, el tiempo de sembrar cada semilla, mientras por otra parte se ocupan los ingenios en buscar invenciones para facilitar el trabajo, adelantar las artes y perfeccionar las maniobras más comunes, como son hilar, tejer, etc.69.

			El crecimiento de la población, indicador para Ward de una economía próspera, depende ante todo de la industria, cuyo adelantamiento provoca el de la agricultura, siendo ambos favorecidos por la libertad de comercio: «La libertad es el alma del comercio —proclama—, y todo género de estanco su mayor contrario»70. La libertad de comercio interior ha de extenderse a América, siendo «el único medio de poder España apropiarse aquel consumo»71. Y su condición necesaria reside para la península en construir un sistema de comunicaciones, a partir de una red radial de caminos con centro en Madrid, complementado por canales navegables y de regadío. El ideal resultante sería una sociedad cuyos miembros estuvieran plenamente ocupados, a partir de una floreciente industria rural, que daría trabajo permanente a agricultores y a sus mujeres, hilando y tejiendo en casa mientras los hombres atienden al campo, sin olvidar a los menores. «He visto en los Países Bajos —cuenta con admiración— hospicios en que me aseguraron que los niños de cinco años arriba ganaban con su trabajo todo lo que consumían»72. La felicidad colectiva toca a las élites de la sociedad, no a los trabajadores. Ward hubiera compartido el entusiasmo de otros viajeros ilustrados, los hijos de Peñaflorida y Narros, al visitar en Suecia la gran ferrería donde la iluminación nocturna permite el trabajo día y noche: era tan hermoso como una ópera de Haydn. El óptimo consistiría una sociedad-colmena, donde nadie se refugiase en el ocio y todos se entregaran a ocupaciones útiles, eliminando la mendicidad, desde una subordinación absoluta que iguala a todos los vasallos, «tan sujetos y tan obedientes [en las Indias] como en la Península: solo la falta de una buena policía para que la sean tan útiles aquellos como estos»73.

			La familiaridad de Ward con el sistema productivo británico le sitúa por encima de sus sucesores españoles en cuanto a la preferencia por grandes manufacturas, aunque coincida con ellos en la atención a la industria rural. Las observaciones de Campomanes en el Discurso sobre el fomento de la industria popular siguen a Ward en cuanto a la localización de «fábricas ordinarias, unidas a la labranza» en las aldeas, mientras las «finas» tocan a las ciudades. Sin embargo, Campomanes no ahorra las críticas a las segundas. Las fábricas finas necesitan grandes «anticipaciones», dependen de las modas, tardan en despacharse, en tanto que «ninguno de estos riesgos corre las manufacturas groseras, cuyo uso es casi invariable y constante». Critica la naciente jerarquía de la sociedad industrial: «los artesanos son meros jornaleros, apartados de la labor del campo; el dueño de la fábrica es un paseante, por lo común, que vive de la industria ajena»74.

			Con perdón de Marx, cabría hablar aquí de un modo de producción artesanal, que determina tanto la naturaleza de los problemas, como el rechazo a todo lo que conlleva la división del trabajo capitalista, y en particular a cualquier figura que sugiere el empresario: «Las fábricas populares —advierte— no pueden prosperar por medio de compañías, ni de cuenta propia de comerciantes. Estos reducirían los vecinos y fabricantes a meros jornaleros dependientes de su voluntad, quedan los tales comerciantes o compañía con la ganancia y el pueblo, con la misma miseria y acaso mayor que la actual»75.

			El pensamiento económico de los gobernantes ilustrados se encuentra vinculado a una forma de producción cuya base es el artesanado, previa a la revolución industrial, y sobre la misma elabora medidas de cambio legal y cultural. Son por lo general de signo liberalizador en el plano comercial y de búsqueda de sobreexplotación en el laboral. Siempre coincidiendo con el esbozo de Ward, en el libro-programa de Campomanes, el Discurso sobre la industria popular, es presentada como óptimo técnico una población que se dedica sin descanso, día y noche, a los trabajos útiles: «las manufacturas populares y bastas emplean a los aldeanos el tiempo que les sobra y, por consiguiente, no los distrae de la agricultura, ocupándose en ellas toda su familia, que de otra suerte viviría ociosa»76. Si una medida relativa a los trabajadores, es juzgada positiva, ello se debe a que favorece la incorporación a los oficios útiles, como ocurre con la supresión del estigma de «oficios viles», siempre sin alterar la necesaria jerarquía estamental. Tal es la tarea que corresponde en exclusiva a la acción reglamentaria del gobierno:

			Mucho pueblo, ocupado útilmente en todo, y una industria animada incesantemente por todos caminos, según la calidad de las producciones y de las diferentes utilidades y ramos de industria, son los dos principios seguros y fecundos del engrandecimiento de una nación. Cada país tiene sus ventajas y desventajas, saber corregir estas y compensarlas, promoviendo las artes y producciones que le son más propias, es todo el cuidado que debe excitar la atención vigilante del gobierno. El discernimiento completo de los medios prácticos no es dado a particular alguno. Es forzoso que la nación entera se instruya de su situación, y se ponga en movimiento activo para promover sus ganancias y libertarse de los daños o pérdida que sufra en la balanza con sus vecinos. Un Estado es, en sustancia, una gran familia, cuyos individuos deben concurrir unidamente al bienestar de la causa común77.
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			Taller de manufactura maderera según un grabado de la Enciclopedia de Diderot y J. d’Alembert (1751). «Mucho pueblo, ocupado útilmente todo y una industria animada incesantemente por todos caminos» (Campomanes, «Discurso sobre la industria popular», 1774).

			El medio para lograr esa implicación colectiva en el proyecto de toda la sociedad es la educación, tema siempre central en todas las orientaciones doctrinales de la época. Como puso de relieve Aranguren, «los ilustrados estaban convencidos de que el hombre, solamente —por ignorancia de sus verdaderos intereses—, es malo. La Ilustración tenía, pues, que ser vivida como una verdadera tarea pedagógico-moral. Pero a la vez también en función de la otra dimensión de esta forma de vida: la económica. Por eso mismo la Ilustración concreta que la educación que importa fomentar es la consistente en saberes útiles»78. Y este criterio supremo de la utilidad social prejuzgaba el carácter ideológico de las medidas educativas de los gestores del Despotismo ilustrado: el desdoblamiento de la educación en dos clases de enseñanzas: la formación de las élites en unas Universidades reconvertidas desde la escolástica a las ciencias útiles, de los epígonos del tomismo a la estela de Newton, y la adscripción del pueblo a la enseñanza técnica, ceñida a los conocimientos relativos al oficio que cada cual hubiera de desempeñar.

			Tal y como explica de entrada Campomanes en el Discurso sobre el fomento de la industria popular, la educación «es diferente y respectiva a las clases de la misma sociedad». Hay, pues, una esfera educativa reservada a las clases superiores, y otra inferior para los artesanos, quienes «deben vivir subordinados a las leyes generales de la sociedad, de manera que formen una especie de pueblo apartado»79. En la Instrucción reservada de Floridablanca, la separación se establece por los locales de destino: «colegios o seminarios» en cada provincia «para educar la juventud»; «casas de recogimiento y caridad para los pobres, expósitos y otros infelices», categorías estas del nivel inferior, fronterizas con los adscritos a los oficios artesanos, los cuales en esas casas y hospicios también deben ser aprendidos80.

			Campomanes deja claro que para él existen dos divisorias sociales, la que separa al trabajador del ocioso, y la que distingue al noble del plebeyo (con la corrección de que el pobre perteneciente al estado noble debería practicar los oficios útiles). Lo importante es adecuarse al interés general: «la actividad del pueblo es el verdadero móvil que le puede conducir a la prosperidad»81. Y el papel del gobierno consiste en crear las condiciones para que este fin se cumpla de acuerdo con el supremo interés general. La alusión a la conveniencia o no de que los futuros artesanos aprendan a las primeras letras, es inequívoca: «Confieso me holgaría poderles dispensar de esta tarea. Si la creyese incompatible con la industria popular, o superflua, sería el primero a prohibirla»82. El diseño educativo presentado minuciosamente por Campomanes abarca todos los elementos de la vida de quienes integran ese «pueblo apartado», desde el vestido a las diversiones, del cumplimiento religioso a la obediencia, evitando toda clase de holganza, como sería descansar un día a la semana («guardar los lunes»). El pueblo debe estar plenamente entregado a la producción.

			Aun respetando de modo estricto el privilegio y, por consiguiente, la posición dominante de la nobleza, el sistema de valores del Despotismo ilustrado tropezaba con la previsible pasividad y el ocio del estamento nobiliario, así como con su bloqueo del mercado de la propiedad agraria como clase terrateniente, por culpa de la institución del mayorazgo. Este tema será uno de los leitmotiv de la crítica ilustrada, desde todos los ángulos, y quedará sin ser resuelto hasta el fin del Antiguo Régimen. Introducía un factor de contradicción en la sinceridad de las intenciones de reforma, y también a la hora de impulsar su crítica. El ejemplo más claro a lo largo del período fue el apoyo de Floridablanca a la crítica de la nobleza ociosa en El Censor durante los años 1780; solo que la nobleza era de natural ociosa y eso conducía de inmediato a franquear la barrera entre la aplicación del criterio de utilidad a la denuncia del privilegio. Semejante actitud tenía que disgustar a todos sus defensores, con Campomanes a la cabeza, que por eso propone dar una ocupación útil a la nobleza, integrándoles en las Sociedades patrióticas («consumirá en ellas útilmente el tiempo»)83. Montesquieu proporcionaba una buena justificación política del papel de la nobleza en la monarquía, pero esto no bastaba para su disfuncionalidad económica y moral. En todo caso esa función de «sostenimiento de la monarquía» quedaba restringida a los mayorazgos «ricos», no a «los pequeños y pobres» (Floridablanca).

			La única solución para salvar ese desfase entre poder privilegiado y utilidad social podía residir en la invitación del Rey a la nobleza para que asumiese una función directiva en los proyectos de reforma económica y cultural. El ensayo más fructífero en este campo correspondió a la formación en todas las provincias de Sociedades Económicas de Amigos del País, de acuerdo con la fórmula recogida en el Discurso sobre el fomento de la industria popular, de 1774; «La sociedad económica ha de ser compuesta, para que pueda ser útil, de la nobleza más instruida del país. Ella es la que posee las principales y más pingües tierras, y tiene el principal interés en fomentar la riqueza del pueblo, cuya industria da valor a sus posesiones»84. Se trataba de convertir a la nobleza ociosa en nobleza útil, por una parte, y por otra en crear el instrumento que enlazara la voluntad de cambio, impulsada desde el gobierno, con una sociedad dinámica que además viese reforzada la cadena del privilegio. No había otro interlocutor posible que comunicase al vértice político con la base popular. A diferencia de la Bascongada, las Sociedades se ajustarán en principio al mapa administrativo, con estatutos comunes siguiendo a la Matritense, como si se tratara de dependencias gubernamentales a cargo de los privilegiados85.

			Para fortalecer esa vinculación, Campomanes otorgó a la Sociedad Económica Matritense una función de go-between institucional, tanto a modo de órgano técnico como de correa de transmisión, en condiciones de recibir encargos gubernamentales previos a la elaboración de leyes por el Consejo. Ese fue el caso de la Ley Agraria, donde la intervención decisiva de Jovellanos tiene lugar en calidad de miembro de la Económica. Por lo demás, las funciones asignadas a las sociedades constituían una ampliación de lo que ya había mostrado la Bascongada. Un primer «cuidado» correspondería a los cálculos de la aritmética política, en cuanto a población, «número de los vagos y mendigos», pobres de solemnidad y emigraciones. A continuación, el estudio y los proyectos económicos sobre las principales producciones (agricultura, ganados, pesca, fábricas, comercio), los segundos «reducidos a un ajustado cálculo político», ateniéndose al patrón de la Bascongada en cuanto a la formación en «obras económicas». También como los Amigos vascos, deberían estar atentas a los descubrimientos científicos y estimular el trabajo mediante premios. En fin, su organización debía seguir las pautas del Despotismo ilustrado, en cuanto a su director y secretario que «conviene sean perpetuos»86. Absolutismo reformador y nobleza ilustrada coincidieron así transitoriamente en la utopía de una transformación productivista del estamento privilegiado, tanto en mentalidad como en comportamiento económico.

			En sentido opuesto, la política de reformas hacía precisa la eliminación de aquellos poderes que obstaculizasen la acción del Estado sobre la sociedad. Tales serían los casos de las corporaciones gremiales y de la Mesta, constituida desde la Edad Media en firme defensora de los intereses privilegiados de los ganaderos frente a los labradores y, por consiguiente, enfrentada a la política carolina de fomento de la agricultura. Desde hacía siglos, el ganado trashumante ocasionaba constantes problemas a los labradores, obligados a ceder el paso al ganado por las cañadas, sin posibilidad de cerramiento, y con los consiguientes daños87. Será uno de los aspectos en que el Despotismo ilustrado alcanzará en gran parte sus objetivos, gracias al relativo aislamiento de la Mesta dentro de la organización del poder. El problema no se resolvió definitivamente hasta 1836, pero ya en 1783, con Campomanes encargado de reformar la Mesta, fue anulada la prohibición de cerrar olivares y viñas al ganado, sucediéndose las restricciones que culminaron en 1796 al sustituir los alcaldes entregadores propios de la Mesta, por autoridades locales de nombramiento real88. En cuanto a los gremios, las críticas serán permanentes, ante todo por ser cuerpos privilegiados que interfieren en el plano laboral y jurisdiccional sobre la uniformidad que debiera presidir las relaciones económicas, y además en ellos «hay poquísima enseñanza»89. Sobre el telón de fondo de una misma visión política de conjunto, la realidad regional, especialmente en Cataluña, ofrece un panorama distinto90.

			
5. LA MIRADA DEL ILUSTRADO

			Apenas existen problemas de entidad que escapen a la atención de nuestros ilustrados. Es esto algo que se aprecia con especial fuerza en las crónicas de sus viajes. Jovellanos puede tener más sensibilidad estética de Campomanes, pero en ambos casos la mirada del viajero se convierte en un observatorio ambulante de todos los elementos del paisaje que tienen que ver con la producción agraria o fabril, y por consiguiente, con el transporte de las mercancías. Lo explica el fiscal del Consejo en las primeras frases del relato: obligado a viajar a Jadraque para presidir el Concejo de la Mesta, «consideré estar obligado para mi propia instrucción a examinar la situación y calidad del país que caminase: a reconocer las obras públicas y a informarme cuidadosamente del estado de los pueblos y de lo que pudiera serles útil»91. Según destaca F. Baras, el viaje de Jovellanos, emprendido en 1790, con su carga de precisas observaciones, responde a un propósito personal: contrastar las hipótesis que tiene ya esbozadas de cara a su Informe sobre la Ley Agraria92. Las anotaciones de Campomanes tienen un sentido práctico: llevar al Consejo con mayor rapidez y economía las propuestas que de ser comunicadas por vía administrativa, darían lugar a pleitos y costes. Una vez asumida esta intención, Campomanes sueña con un programa de transformaciones que llevase a la población rural de la miseria al bienestar:

			El Consejo debe pensar en arreglar los Partidos a mi entender, y en buscar medios expeditivos para tener noticia exacta del estado de las obras públicas; pues con lo que hoy se gasta en los recursos tardíos, se ahorrarían millones reparando a tiempo las menores ruinas, aprovechando y dirigiendo las aguas, fomentando los riegos, los plantíos y las huertas, volviendo amenos y limpios los pueblos, sacándoles de la hediondez y mal aspecto que estancadas producen en sus calles, entradas y salidas, que por la detención y estancamiento de las aguas se hacen tercianarios, y mal sanos93.

			«El deber del magistrado consistía para él en trabajar incesantemente por el “bien común”», nos dice C. Castro, parafraseando las palabras iniciales del Tratado sobre la regalía de amortización94. Los límites para convertir en política ese enorme esfuerzo fueron evidentes, tanto por la imposibilidad de poner en movimiento medios adecuados a los fines perseguidos, como por las resistencias que todo cambio sustancial provocará, e incluso por otros límites, los propios de una visión económica ligada a un mundo preindustrial, de pequeñas unidades en una población rural dispersa, que habían de conjugar el trabajo en el campo con una entrega permanente de ambos sexos a la producción artesanal. Quiso en cualquier forma acometer todo lo que juzgaba necesario, siempre dentro del régimen y atendiendo a su propia supervivencia. Las citas de la obra y del epistolario de Campomanes son necesarias para entenderlo.

			La gran prueba para contrastar la eficacia del reformismo tenía que ser inevitablemente la ley agraria, dirigida a resolver los conflictos entre rentistas y labradores, y entre agricultores y ganaderos, agudizados por el crecimiento de rentas y precios observable en la década de 1760. Se trataba de resolver la tensión provocada por la subida de los arrendamientos y de incrementar la producción95. A lo largo de tres décadas el expediente de ley agraria pondrá de manifiesto, en reiteradas ocasiones, que, a nivel tecnológico constante, la iniciativa individual en las explotaciones, correspondiente a los llamados labradores, era el único resorte para impulsar el crecimiento. Pero ello tropezaba con el poder económico de la propiedad vinculada, de nobleza e Iglesia, dispuestos a mantener un statu quo que les confería la superioridad de jugar al alza con los arrendamientos. El «estanco de los bienes» impedía la existencia de un mercado libre para las propiedades y mantuvo el dominio absoluto en manos de los rentistas, que de paso ejercían otro bloqueo contra toda reforma fiscal que les convirtiera en sujeto pasivo de los impuestos. Así la ley agraria. Los ilustrados «empuñaron la antorcha de las luces y supieron desterrar las supersticiones, los perjuicios, el error», según el elogio de Anes. Ciertamente sobre el papel, sin que por ello «los obstáculos» de que ellos mismos pretendieron «remover», perdieran un ápice de su poder como barrera defensiva de los privilegiados.

			
6. EL TALENTO DE LAS MUJERES

			El sueño de una nueva sociedad no solo atrajo a magistrados entregados a acometer las reformas o a nobles fundadores de sociedades patrióticas. El crecimiento económico y la influencia de las formas sociales francesas fueron el supuesto en una nueva sociabilidad y de aspiraciones de la mujer, que la permitieron escapar de la inercia a que aún estaba sometida a mediados de siglo. El resultado fue una mutación radical en los usos y en el estatus de la mujer, cuyos efectos se mantuvieron hasta la guerra de Independencia. Incluso en el vocabulario sobreviven hasta hoy. Lo supo ver Carmen Martín Gaite en su maravilloso estudio sobre la figura del «cortejo», el insólito tipo irregular de relaciones sentimentales que se desarrolla en la segunda mitad del siglo XVIII: «Supone una importante revolución en las costumbres femeninas españolas, significa un primer contacto de malestar matrimonial y da lugar por vez primera a través de las polémicas que desencadenó, a una relativa toma de conciencia —aun cuando muy minoritaria— con respecto a posibles reivindicaciones de la mujer en sociedad»96.

			Fue también un factor de tensión, y al mismo tiempo de colaboración ocasional con las estructuras del Despotismo ilustrado, cuya ampliación societaria de las reformas llevó a implicar en la actuación pública a las mujeres imbuidas de las nuevas ideas. No hace falta precisar que concierne solo a las pertenecientes a los estratos más altos de la sociedad del privilegio. Al mismo tiempo suscitó una división de tareas, ya que el interés primario por la mujer, desde la óptica de los gobernantes ilustrados, debía ser orientado hacia las capas populares, tanto en sentido positivo, mediante la participación de la mujer en el proceso productivo, en «la industria popular», como en el negativo, por su papel de freno a los trabajos «útiles» al convertirse en prostituta y causante reiterada de la crisis de la institución matrimonial. Para la reducida élite de pensadoras, la intención es bien diferente: se trata de afirmarse como seres racionales, rompiendo la subordinación respecto de los hombres. El auge de formas de sociabilidad tales como los salones y las tertulias sirvió de plataforma para que unas expectativas de cambio, sustentadas en un alto nivel educativo para algunas mujeres, posibilitaran la eclosión de un pensamiento femenino de emancipación. No en vano la disertación de Josefa de Amar y Borbón ha sido reeditada ahora por grupos feministas.

			El punto de partida fue el sorprendente discurso «en defensa de las mujeres», publicado en 1726 por el Padre Feijoó, quien constata de entrada la situación de inferioridad en que se encuentran ellas ante la estimación pública: «A tanto se ha extendido la opinión común en vilipendio de las mujeres, que apenas admite en ellas cosa buena»97. Estamos ante uno más de los errores comunes que el benedictino intenta deshacer. Para empezar, los hombres tienen tantos vicios como las mujeres y es falsa la preferencia del «sexo robusto sobre el delicado» como «animal imperfecto». No hay pruebas de la supuesta inferioridad de las mujeres en «discurrir», ya que una cosa es la fortaleza física y otra la capacidad mental: «Sepan, pues, las mujeres, que no son en el conocimiento inferiores a los hombres: con eso entrarán confiadamente a rebatir sus sofismas, donde se disfrazan con capa de razón las sinrazones»98. A juicio de Feijoó, el más grave efecto de la supuesta desigualdad de los sexos tiene lugar en el seno del matrimonio: allí el hombre ve en la mujer su posesión, y la desprecia y maltrata, de modo que la «infeliz mujer» se ve empujada a buscar «un galán», que, en vez de insultarla, la adora. El marido es el culpable.

			Feijoó legitima una situación que va a constituirse en uso social durante la segunda mitad del siglo. La innovación reside en la práctica del «cortejo», el acompañamiento de la mujer casada por un hombre más joven en los acontecimientos sociales. Correspondió a la aristocracia dar la pauta de una mayor apertura en las relaciones sociales, «copiando del extranjero», al organizar reuniones en las casas, con juegos y bailes, donde las mujeres exhibían sus trajes y se practicaba el galanteo. Según reseñaba un escritor, los cortejos «en las tertulias y visitas tienen puesta la silla de su imperio». Luego vinieron los bailes públicos. Fue el imperio de la moda, hecho posible por la opulencia de las élites, y cuya extensión fue correlativa a las posibilidades económicas. Esto a su vez propició que las mujeres jóvenes buscasen la relación con hombres de más edad y rentas.

			En cuanto al cortejo, resultó favorecido asimismo por la asimetría, surgida a partir de uno de los leitmotiv de la crítica ilustrada, el matrimonio desigual, donde la mujer se entregaba a un cónyuge mayor y rico, viéndose compensada con la relación pública extramatrimonial, socialmente admitida99. Un total desprestigio del matrimonio fue la consecuencia última100. En el curso de ese proceso, siguiendo siempre a Martín Gaite, la imagen de la mujer se desplaza desde la economía doméstica a los valores de su afirmación social como portadora de hermosura y de habilidades no productivas, sobre todo en el terreno de la música. La moda es el emblema: una dama en la Óptica del cortejo, «no omite paso ni diligencia alguna a fin de que siempre que llegue un abanico extranjero, o cofia de nueva invención, la remita incontinenti para presentarse de las primeras en la moda»101.

			Al mismo tiempo que se convertía en cronista del cambio, la crítica masculina ilustrada no ahorraba censuras. En El Pensador de los años 1760, el papel periódico de Clavijo y Fajardo, definía el cortejo como «un pretexto, a cuya sombra se pasean muchos escándalos, disfrazados bajo los especiosos títulos de obsequio, reconocimiento y amistad»102. No parece, sin embargo, que esto preocupara a los órganos de gobierno, ni civiles ni eclesiásticos, a la vista de la ausencia de medidas persecutorias y del prestigio alcanzado por un alegalismo practicado por unas mujeres de alto rango. En el límite, según hace notar con ironía un colaborador de El Censor, alguien puede verse obligado a acompañar a su propia mujer, mostrando así estar enamorado de ella, lo cual constituye un desdoro insufrible entre «las gentes de una cierta jerarquía»103.
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			Maja acechada por un majo. Óleo de Lucas Velázquez. Museo del Prado (Madrid). «Saben ellas que no pueden aspirar a ningún empleo…» (Josefa de Amar y Borbón, Discurso sobre la educación física y moral de las mujeres», 1790).

			La crítica de costumbres ocultaba casi siempre una actitud misógina, aun cuando los hombres jóvenes se beneficiasen del ejercicio rentable de la soltería y quedara desprestigiada la institución del matrimonio. Ahí está el capricho «¿No hay quien nos desate?» de Goya. La actitud oficial no miraba a la cuestión moral, sino a la incidencia de tales costumbres sobre el descenso de la población. Lo anotaba el siempre sensato Juan Sempere y Guarinos en su Historia del lujo: hay menos matrimonios y más solteros, «por la necesidad o por la opinión» y «no hay estado más dañino a las costumbres»104. Ello explica que desde la Secretaría de Estado se prestara atención en 1788 al extraño Discurso sobre el luxo de las Señoras, y proyecto de un traje nacional, que denunciaba «los visibles perjuicios y desórdenes que ocasiona al Estado y a los particulares el lujo de las Damas Españolas en el vestir» y proponía una solución intra-estamental para la nobleza con tres modelos jerarquizados de traje nacional: la Española, la Borbonesa, la Madrileña. En línea con lo que proponía la carta marrueca de Cadalso, era un recurso que «evitase la introducción de modas extranjeras con que nos arruinamos, caracterizase la Nación, distinguiese la jerarquía de cada una de las Damas [...]»105. El invento no tendría mayor significación, de no haber sido impreso de Orden Superior, siendo enviado por Floridablanca para su examen a la Junta de Damas de la Matritense, en nombre de la cual fue desestimado por su secretaria, la condesa de Montijo.

			La preocupación del Consejo había estado centrada en otro orden de cuestiones. Ante todo, la incorporación de la mujer al trabajo en la producción artesanal, que tropezaba con las ordenanzas gremiales. Campomanes suscribe la idea de Feijoó, relativa a que la igualdad entre hombres y mujeres en «el uso de razón» solo se rompe por la educación inferior de estas106. Pero su aproximación al tema está ligada a uno de los rasgos de conservadurismo que marcan su obra: «Aunque son necesarios los oficios, es más provechosa la agricultura; sería de una gran ventaja al Estado que todas las artes posibles se ejerciesen por las mujeres. De esta suerte las familias vivirían abundantes con la universal aplicación de ambos sexos»107. La educación sería el terreno para esa incorporación de la mujer, facilitada por ejemplo de las clases superiores. Esto no significa adscribirla a cargos eclesiásticos, ni «que convenga fiarle el gobierno político». Con un discurso de tinte más filosófico y condescendiente, Jovellanos no supera los límites de Campomanes. La mujer es subalterna respecto del hombre, lo cual no la exime de trabajar: «El Criador formó a las mujeres para compañeras del hombre en todas las ocupaciones de la vida, y aunque las dotó de menos vigor y fortaleza para que nunca desconocieran la sujeción, ciertamente no las hizo inútiles al trabajo»108. La herencia de Feijoó se ha estrechado.

			En suma, cada estamento, a lo suyo, y por eso importará cambiar las ordenanzas gremiales que obstaculizan el ingreso en el trabajo de mujeres y niñas. El criterio de utilidad, el rechazo permanente de la ociosidad, avalan tales propuestas, de la misma manera que sumen el tema de prostitución en el planteamiento general del castigo a pobres voluntarios y vagabundos. Son «vagas y rameras». Un panfleto como El arte de las putas, de Nicolás Fernández de Moratín, es ejemplo que el viejo oficio imperaba sin obstáculos en la Corte, a pesar de la persecución de «alguaciles y escribanos»109. La administración judicial ilustrada se ocupa en cambio con atención del matrimonio, incluido el maltrato de la mujer por su marido, que es susceptible de denuncia y condena110.

			Una corrupción, en suma, que va asociada a una forma de liberación femenina, frente a los hombres que les arrebataron «la preciosa herencia de nuestra libertad». Lo proclama la nínfula que anuncia las ventajas de la situación en el prólogo a la Óptica del cortejo: «Ahora podemos decir que vivimos, pues no es vida la que se pone en cautiverio; ahora sabemos que somos naturales señoras y legítimas poseedoras de aquella libertad de albedrío [...]»111. Por debajo de la censura de las modas y de las costumbres se encuentra la cuestión central de la igualdad y de la libertad de la mujer.

			El tema se plantea en la Sociedad Matritense, apenas fundada. Iba ser una piedra de toque sobre la permanencia, referida al tema, de la visión jerárquica del orden estamental, confrontada al papel creciente de la mujer en la vida social e intelectual de la España de Carlos III. A partir del momento en que se abre la primera discusión, el 14 de octubre de 1775, por su primer director, Antonio de la Cuadra, el dilema no tiene lugar entre igualdad de géneros y concepción patriarcal, por lo menos hasta que una mujer tome la palabra, sino entre incorporación subalterna de la mujer y patriarcalismo de impronta tradicional. De la Cuadra, secundado por el propio Campomanes, busca la aceptación por la Sociedad de las mujeres —por supuesto de ser primeras damas de la nobleza— sobre la base de que su ejemplo de laboriosidad se extendería a criadas y mujeres del pueblo. Campomanes añade que la admisión sería como asociadas. Ni por esas. Jovellanos explicará que «el juicio del público no vino en apoyo del de la Sociedad»112. El proyecto fue olvidado.

			Resurge en 1786 cuando dos damas de la primera nobleza son presentadas y su admisión resulta obligatoria. Entonces le fue ofrecida la inscripción a la duquesa de Alba, quien la rechazó. A partir de ahí el debate sobre la presencia de las mujeres se generaliza y adquiere tanta más significación al participar en el mismo dos destacados portavoces del pensamiento reformador, Jovellanos y Cabarrús, a los cuales responde la más activa propagandista de los derechos de las mujeres en la España carolina, Josefa Amar y Borbón.

			Ni Cabarrús contrario a la admisión, ni Jovellanos favorable, escapan a una visión anclada en la desigualdad de los sexos. El rousseauniano Cabarrús lo tiene bien claro: entrarían en la Sociedad mujeres ya conocidas por escapar de sus casas, que «se ven en todas partes, dan el tono, son objeto de las conversaciones», introduciendo «el adulterio, la corrupción, la grosería y el abandono de toda decencia» frente a su deber de «una vida doméstica y retirada»113. De ser jóvenes, convertirían a la Sociedad en «teatro donde la hermosura aun tímida venga a lucir sus primeros rayos, ensayar sus armas y acostumbrarse a la victoria», ofreciendo sus halagos a los Socios114. Para Cabarrús, toda mujer es potencialmente una ramera. En cambio, Jovellanos quiere admitirlas, y logrará justificarlo, ensalzando los ejemplos de grandes mujeres —«almas extraordinarias y varoniles [sic]»—, pero sin disimular «la petulancia, los caprichos, la frivolidad y las necesarias pequeñeces que son el elemento de este sexo»115. El asturiano daba por hecho que la mujer «camina a la corrupción»: «abandonadas las obligaciones domésticas, menospreciado el decoro, olvidado el pudor, desenfrenado el lujo y canceradas enteramente las costumbres»116. A pesar de ello, llama «a esta morada del patriotismo a aquellas ilustres almas que han sabido preservarse del contagio», «borrémoslas con nuestras adoraciones», etc. Conviene admitir, en consecuencia, pocas socias y esperar que apenas acudan a las Juntas, pues de otro modo «causarían no poca turbación en el curso de nuestras operaciones»117.

			Ante una acogida tan poco entusiasta, Josefa Amar de Borbón planteó una enmienda a la totalidad. En un opúsculo publicado en 1790, como socia de la Sociedad Aragonesa de los Amigos del País, se mostrará más moderada de lo que había dicho cuatro años antes. La pensadora aragonesa propone una afirmación de las mujeres, atendiendo a sus «prendas», para instruirse «para su propia utilidad y para hacer su trato más agradable, pero todo esto se puede conseguir sin rebosar erudición»118. Busca una situación de equilibrio, en el plano económico y en relación con el hombre, siempre en el marco estamental: una señorita debe «saber moderar sus deseos en punto a galas, contentándose con lo que requiere la decencia y la clase en que se hallare»119. Su gran preocupación es el matrimonio, cuya indisolubilidad menciona con los mismos términos que el capricho de Goya: «se forma un nudo en un instante y solo se desata con la muerte»120.

			La disertación de Josefa Amar en la Matritense es, en su fondo, rotunda, al partir del postulado de Feijoó: la igualdad de entendimiento de mujeres y hombres. Estos privan de la instrucción a las mujeres y «las atribuyen casi todos los daños que suceden». En una parte del mundo son esclavas, en el resto «dependientes». Cadenas, tiranía, violencia: «la fuerza destruye la igualdad». El momento histórico favorable sustenta su visión del resto del mundo donde «son enteramente libres y gozan de unos privilegios que se acercan al extremo de veneración». Entonces los hombres esgrimen su «superioridad de talento» que convierte a las mujeres en inferiores. «Saben ellas que no pueden aspirar a ningún empleo, ni recompensa pública, que sus ideas no tienen más extensión que las paredes de una casa o de un convento»121. Dependencia equivale entonces a esclavitud, peor la primera al alternar «obsequio y desprecio». Todo prueba, por consiguiente, «que si las mujeres tuvieran la misma educación que los hombres, harían tanto o más que estos»122.

			Josefa Amar no acepta, pues, que a las mujeres les sea negado en el ingreso en la Sociedad, lo que rechazan los socios es «igualar a las mujeres con los hombres», y así será hecho. El 2 de septiembre de 1786, las mujeres son admitidas, sin que su presencia en las reuniones resulte necesaria, con el fin de respetar su «decoro». Formarán una clase aparte y tendrán que ser dignas de serlo123.

			Nace así la Junta de Damas, todas de alta alcurnia, las cuales asumen «tareas que son de su incumbencia», esto es, establecer enseñanzas de cardado, tejido e hilado, y formas organizadas de caridad. A la defensiva, la secretaria de la Junta, la condesa de Montijo intenta mostrar que la Junta «es un cuerpo separado, unido a la Sociedad, para ayudarla en tareas que son de su incumbencia, lo que no significa ni dependencia ni superioridad, pues no puede haberlo en dos cosas unidas»124. La división de tareas siguiendo un criterio tradicional venía a probar que aun con la máxima suavidad, las damas seguían sufriendo la jerarquía al uso en la sociedad estamental. Su subalternidad era consagrada.

			Dentro de ese marco, con el fin de ejecutar esas tareas asistenciales en inclusa y cárceles, o en la enseñanza de las mujeres pobres en Escuelas Patrióticas, desempeñó un papel importante la condesa de Montijo, defensora de la libertad política y religiosa, hasta ser desterrada por Godoy. Cuando Jovellanos regresa del destierro y la prisión en Mallorca, acusará con tristeza la noticia de la muerte de su amiga.

			La afirmación de la mujer, proclamando su igualdad, había sido el correlato filosófico-político del tiempo de lujo y libertad y en las costumbres, que se cierra en 1808, si bien la mentalidad del Despotismo ilustrado dejará ver una vez más que las reformas debían atenerse a los criterios de la sociedad estamental, y aquí en particular al principio de subordinación femenina.
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					En un Discurso político-económico sobre la influencia de los gremios en el Estado, firmado con el seudónimo «Miguel de Palacios», el también catalán Antonio de Capmany defiende los gremios en la línea de Romá y Rosell. Era, a juicio de E. Giralt, «una especie de portavoz de la burguesía barcelonesa ante el gobierno de Madrid» (prólogo al Ideari d’Antoni de Capmany, Barcelona, 1965, p. 6). Residía en la Corte a partir de 1775, manteniendo un estrecho contacto con la Junta de Comercio de Barcelona, por cuyo encargo redacta las Memorias históricas sobre la marina, el comercio y las artes de la antigua ciudad de Barcelona (1779-1792). Inicia el Discurso preguntándose, a lo Sieyès, que es el Pueblo, en principio no toda la Nación, sino una parte —como el pueblo aparte de Campomanes—, «aunque en el fondo es la Nación misma, porque del pueblo han salido el clero, la nobleza, la milicia y la magistratura», las «clases privilegiadas». Ahora bien, no estamos ante un pensamiento prerrevolucionario, ya que la función de estas es «santificarle, defenderle y protegerle» (en Semanario erudito de Antonio Valladares de Sotomayor, t. X, Madrid, 1788, p. 173). Trabajadores, artesanos, comerciantes, forman el pueblo, «una clase con el noble destino de dar la subsistencia a todas las demás»; en la misma reside «el verdadero carácter y las costumbres de una nación». Pero sin la agrupación en los gremios, «el todo es abatido y el individuo no tiene existencia en la sociedad» (p. 174). El hombre es corporativo, y esto se mantiene «donde la industria crece y se diversifica». La libertad de trabajo supone «que, entre la anarquía, la confusión y la miseria en las artes y oficios» (p. 209). «El hombre sin propiedad nada posee —concluye—; el que nada posee nada tiene que perder; el que no tiene que perder no tiene Patria. Este hombre es el labrador sin tierra y el artesano sin cuerpo» (p. 175vo).

					El acento se desplaza en las Memorias al elogio de la Barcelona mercantil, «casi popular» con «forma democrática de su gobierno municipal», donde desde el siglo XIII, que emprendió una senda de creciente prosperidad basada en el comercio y con exclusión de la nobleza: «por su situación marítima y la libertad política de que gozaron sus moradores, acogió desde muy temprano a la industria, atrayendo a si todos los artífices» (Memorias, Madrid, 1779, vol. I, 3.ª, p. 13). El gobierno político estaba «depositado en unos ciudadanos patriotas, comerciantes y artesanos». Esa venturosa situación se sustentó sobre un carácter nacional propio: «Los catalanes son industriosos por espíritu de imitación, reunidos en pueblo, en comunidad nacional, es decir, en el seno de sus familias, a la vista de otros que les ayuden con su ejemplo, semejantes a los castores, cuya industria maravillosa queda reducida a un instinto puramente pasivo cuando se les dispersa y desune de su sociedad» (Memorias, vol. III, 3.ª, Madrid, 1792, p. 315). El ideario ilustrado desemboca aquí en un pre-nacionalismo.
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24 de Agosto de 1787,
Anecdata,

HEmos visto llegar ultimamente 4 esta Capirat dos celes
bres fugitivosde Francia cuyas desgracias 4 la verdad aun~
ue de diferente nataraleza ,han sido v son ebjcte de fa cu~

slosidad del publico. Nuestros papeics periodicos ya han
hablado con individualidad de los motivos que determi-
paron & Mr. de Calone, 4 asegurar su persana con su
huida de las empresas de sas cnemigoss de las cartas
que escribio al Rey de Francia y al Arzobispo de Tas
Josa s de sy retiro ¢n Holanda de cuya arriba di6 aviso
al Embaxador de su Corte sin embarga de que guardas
b3 ¢l Ineognita baxo del pombre de bavon de Palametss
de las noticlas que tuvo de’ que el Rey desaprobaba su
mansion en Holanda duraore lay turbulencias de la te+
publica 5 y de la carta que dirigio 4 S, M, antes de par<
Hir paca Lordres, &, — Tambicn se halla en nuestras
papeles publicos un artlenla relalvo 4 Madama la Mot
@ tin concsida por el proceso criminal sobre el fimosa
collar, y por su castiga que la’ resultd, Esta'scfiore se
Qa ha~
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EN MADRID.

Enla Oficina de Don Antonio Sanz,Impresor del Rey nucstroSefof,
y de su Real Consjo.
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